
En la Villa de Fitero y en la Sala Consistorial  del Ayuntamiento, el día 27 de junio de 2017, siendo las veintidós horas, bajo la presidencia del Sr. Alcalde Raimundo Aguirre Yanguas, se reúnen los señores concejales que al final se hacen constar, en sesión ordinaria, del Ayuntamiento y en primera convocatoria, asistidos del Secretario suscribiente.


1.- APROBACION DEL ACTA DE 28 DE MARZO 2017

La concejala Eva Calleja, dice que cuando se hace constar en el acta que ella dijo que se ha echado herbicida en el colegio y no se sabía, en realidad dijo que no se había avisado.

Tras pasar a votación se aprueba por unanimidad.

2.- RESOLUCIONES E INFORMACION DE LA ALCALDIA.

Resoluciones de concesión de licencias de obra a: Valentín Aplicaciones Industriales, S.L., Jilali Abdel Toumi, Gabriel Pérez Marzo, José Luis Hernández Rupérez, Esmeralda Sainz Moreno, Mª Carmen Jiménez Rupérez, Juan Pérez Muñoz, Uduesa Lurueña Moredo, Margarita Jiménez Galar, Teodoro Muro Gil, Juan Manuel Leivar García, Agustín Uranga Arandia, Pedro María Atienza Alfaro, Amaya Berdonces Fernández, Mª José Berdonces Aliaga, José Miguel Ochoa Jiménez, Concepción Maya Carmona, Baños de Fitero, S.A., Félix Morera Alvero, Azia Kadri El Hilali, Ricardo Conde San Martin, Joaquín Rupérez Torrecilla, Gema Pérez Rodríguez, Carmen Rupérez Pérez, María Ángeles Muro Yanguas, Ángel Luis Ochoa Fernández, José María Ochoa Ochoa, Manuela Huete Álvarez, Concepción Rupérez Fernández, Mª Rosario López Jiménez, José Miguel Escudero Yanguas.


Resolución de concesión de Licencia de actividad a Valentín Aplicaciones Industriales,  y Finca Señorío de Rioja, y de Cambio de Titularidad de Licencia de Actividad y Apertura a favor de Agrolayara 2, S.L.


Resolución de Autorización de instalación de colmenares a Jesús Martínez Sesma.


Resolución de usos de salas y/o bienes y/o espacios públicos a: Biblioteca Pública de Fitero, IV Cicloturista BTT Roscas, Peña Osasunista Ribera Baja, C.D. Calatrava, Apyma y Asociación de Mujeres, Grupo de Sevillanas de Fitero, Show Kiara, Asociación Deportiva de Cazadores de Fitero, Mapfre Fitero, Joaquín Aliaga Latorre, Grupo de Sevillanas de Fitero, La Fiterana, Circo Coliseo S.L., Sociedad de Cazadores, Colegio Público, Socofideco, Felix Gonzalez Garbayo, Asociacion de Mujeres, Apyma, Colegio Público, Apyma, Asociación Islámica de Fitero, Apyma (varias), Comparsa de Gigantes, Tantirumairu ikastola.


Resolución de concesión de Tarjetas de estacionamiento para personas con discapacidad a Castor Latorre Rodríguez, Natividad Rupérez Fernández, y Rosario Bermejo Lázaro.


Resolución de concesión de subvenciones y/o ayudas a: Fundación Navarra Cultural,  Fundación Banco de Alimentos, y Confecciones Jesmar, S.L.


Resoluciones de aprobación de censos de contribuyentes de: Impuesto de Vehículos de Tracción Mecánica, Agua marzo a abril, y Contribución 1er Semestre.


Resoluciones de compensación de deudas a Mohamed Hajjaj.


Resolución de aplazamiento de deuda a Edith Franco Alba.


Resolución de baja de oficio en IAE, de Gozar Comiendo, S.L., Nueva Navarra, S.A., y Manuel León Pérez.


Resolución regularización pago a corporativos 2016.


Resoluciones de terminación del procedimiento y solicitud de informe al Consejo de Navarra sobre petición de Eva Calleja de revisión de nulidad del acuerdo de cesión de parcela para la construcción de un cuartel de la Guardia Civil.


Resolución de admisión de Reclamación Patrimonial de Mapfre España.


Resolución de autorización para desistimiento de la preparación del recurso de casación contra Sentencia 79/2017.


Resoluciones de procedimiento de contratación y adjudicación del contrato de Gestión de la Piscina Municipal.


Resolución de adjudicación del contrato de electrificación del polígono industrial.


Resoluciones de requerimiento de limpieza y otras actuaciones.


Resolución denegatoria de prohibición de aparcamiento en la calle Alvarez Solis.


Contestaciones a instancias de Jaione Yanguas Serrano, y Enrique Gomez.


Contestaciones a solicitudes de AFI. (Comisiones 2016, Bolsa vinculación 2016, Facturas “Fitero te interesa”)


Alegaciones al Plan Energético de Navarra Horizonte 2020.


Remisión a Nilsa de Requerimiento de Documentación de vertido de la CHE.

RESOLUCIONES DEL GOBIERNO DE NAVARRA Y OTROS.

Resolución de Concesión de Subvención por contratación de desempleados.

Resolución de concesión de compensación por abonos a los cargos electos.

Resolución de autorización de Concentración Motera.

Resolución de autorización de corta de pinos.

Acuerdo de aprobación del Convenio de Colaboración para las visitas públicas al claustro del Monasterio de Fitero.

Resolución de autorización para redes de gas natural canalizado.

Resolución de autorización a particular para aprovechamiento forestal.

Resolución de constitución del Coto Local de Fitero NA10210.

Resolución de  nombramiento de Asesores Taurinos y su propuesta.

Orden Foral de desestimación de Recurso de Alzada de Bodegas Ontañon frente a acuerdo de declaración de caducidad y archivo de expediente.

Comunicaciones de la Confederación Hidrográfica del Ebro sobre: Reparación Puente en la carretera NA6900, Prorroga de autorización de pasarela, Construcción de Nave de Almacenamiento para Bodega, y Autorización de Vertido de Aguas del Balneario de Fitero.

Resoluciones del Consorcio Eder resolviendo la convocatoria de ayudas Leader.

Escrito de Nilsa remitiendo copia del presentado a la CHE en contestación a requerimiento efectuado al Ayuntamiento sobre vertidos de la Edar.

Informes de comunales sobre inmatriculaciones de fincas.


El concejal Javier Fernández advierte de que junto a una resolución se ha traspapelado una deuda de un ciudadano.


La concejala Eva Calleja comenta respecto a la contestación dada a Enrique Gómez que le parece bien que se vaya a arreglar el camino pero no que no se le arreglara en su día. En cuanto a la concesión de la sala de la antigua guardería, se le dijo que no había solicitud para su uso y sí que había una solicitud previa. Por último quiere que se aclare porque la subvención de Eder es de 80.000 euros y sin embargo la memoria que se le entrego en su día ascendía a 72.000 Euros, solicitando copia de esta última por tanto.


El concejal Javier Berdonces dice que igual no ha tenido en cuenta las cargas impositivas.


La concejala Eva Calleja, dice que le sorprende que hay casos en los que para cuando unos van otros vienen, que sabe por la alcaldesa de Cortes de la legalización de un muladar, contestándole el Alcalde que en Fitero no se sabe de ningún ganadero interesado, y la concejala que podría tener uso turístico.


El Alcalde dice que respecto a las cuestiones planteadas por la concejala se le darán las oportunas explicaciones, pero que no obstante, respecto a los caminos se acometió el arreglo de los principales, y ahora en una segunda fase se acometerá entre otros el citado.


La concejala Eva Calleja respecto a la Sentencia en el caso de Margarita Bermejo Armas pregunta si cabe recurso de casación.


El secretario interviene para aclarar que la propia Sentencia dice que cabe el recurso de casación.


La concejala pregunta que si se va a recurrir, contestando el Alcalde que está pendiente una reunión con la dirección letrada para tomar la decisión oportuna. 


3.-APROBACION DEFINITIVA PAU. ORDENANZAS 1,2,3.


El Plan Municipal de Fitero fue aprobado definitivamente por acuerdo de 5 de julio de 2004, de la Comisión de Ordenación del Territorio,  acuerdo que fue publicado en el B.O.N. número 98, de fecha 16 de agosto de 2004, procediéndose igualmente a la publicación de la normativa del Plan en el BON, el día 23 de mayo de 2005.


El objeto del plan especial es la modificación del Plan Municipal en lo referente a la normativa urbanística de las ordenanzas de zona de “Ampliación de Casco” y “Colonias”, únicamente para los suelos incluidos en estos ámbitos que están clasificados como urbanos consolidados y no contienen una ordenación diferenciada del resto.


Los objetivos que se pretenden con la modificación son varios: una regulación normativa que se adapte a la realidad constructiva de las parcelas, la activación del sector de la construcción en el municipio, y un planteamiento más sostenible que el actual.


Para el procedimiento  de aprobación a seguir,  al tratarse de un plan especial, es el establecido por el Artículo 74 de la Ley 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo. Se establece una aprobación inicial y un periodo de exposición pública de un mes, tras el anuncio de la aprobación inicial en el B.O.N, y diarios editados en navarra. Tras ello, a la vista de las posibles alegaciones se decidirá sobre su aprobación definitiva y se remitirá, al Departamento de ordenación del territorio, junto con los informes emitidos, en un plazo máximo de diez días para su control de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Foral 6/1990, de dos de julio, de la Administración Foral de Navarra. 


El pleno del Ayuntamiento en fecha de 23 de febrero de 2017, aprobó el documento y se ha sometido a información pública tras el anuncio en el Bon nº 53, de fecha 16 de marzo de 2017, y en los diarios editados en Navarra el día 2 de marzo.


Únicamente se ha presentado una alegación al documento inicial por Don Jesús Miguel Azpilicueta


A la vista de los  informes técnicos favorables obrantes en el expediente


En su virtud, SE PROPONE al pleno la adopción del siguiente acuerdo:


1.- Aceptar única alegación presentada al documento inicial.


2.- Aprobar definitivamente, tras la modificación correspondiente  el PLAN ESPECIAL DE ACTUACION URBANA ORNENANZAS 1,2, Y 3. 


3.- Remitir el documento aprobado al Gobierno de Navarra¸, junto con los informes emitidos, para su control de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Foral 6/1990, de dos de julio, de la Administración Foral de Navarra.


El concejal Javier Fernández solicita que se explique por la presidenta de la comisión de urbanismo, contestándole que mejor Javier que lo ha llevado desde su inicio, porque ella ha entrado hace poco.


El concejal Javier Berdonces dice que la modificación se hace para dar practicidad a los huecos existentes en la trama urbana, aumentando las edificabilidades y mejorar la ordenación de los linderos. Se trata de un mecanismo novedoso, que permite su aplicación rápida, el coste se repercute al vecino que aumenta la edificabilidad, pero solo con carácter voluntario. Se presentó una alegación y se le ha dado solución al respecto.


El concejal Javier Fernández manifiesta que ya en la comisión dijeron que estaban a favor de la modificación porque era una buena solución, no obstante decir que aunque se va a aumentar la edificabilidad a 0.75, la mayoría de las viviendas construidas ya están sobrepasadas con 0.85 o 0.90. El plan del 2005 ha sufrido más de 27 modificaciones, y considera si no sería más adecuado un nuevo plan adecuado a la situación real del municipio, que solucionase problemas urbanísticos como los cascajos, santa lucia o el casco antiguo, porque no tiene sentido tiene gastar tanto dinero en modificaciones concretas, cuando se debe acometer un nuevo plan que además estaría subvencionado.


El Alcalde contesta que es un asunto a estudiar y que ya se ha planteado en más de una ocasión.

Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


4.-CONVENIO PARA GESTION VISITAS AL CLAUSTRO.


A la vista del Convenio de Colaboración entre el Departamento de Cultura, Deporte y Juventud y el Ayuntamiento de Fitero para la gestión de las visitas públicas al claustro y dependencias anejas del  Monasterio de Fitero.


De conformidad con el Artículo 25.2 a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local.


Se propone al pleno la adopción del siguiente acuerdo:


Aprobar y ratificar la firma del Convenio de Colaboración entre el Departamento de Cultura, Deporte y Juventud y el Ayuntamiento de Fitero para la gestión de las visitas públicas al claustro y dependencias anejas del  Monasterio de Fitero.


El concejal Javier Fernández pregunta sobre si ya hay acuerdo con el arzobispado para las visitas conjuntas y su régimen, porque cree que el plazo dado está próximo a cumplir, contestándole el Alcalde que precisamente acaba hoy, que mientras no se llega a acuerdo, y mientras se recibe informe por el gobierno de navarra al respecto, se continuara como hasta ahora.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


5.- APROBACION MODIFICACION ESTATUTOS MANCOMUNIDAD DE AGUAS.


Por la Mancomunidad de Aguas de Cascante Cintruenigo y Fitero, se ha procedido a la aprobación de la modificación de sus Estatutos.


El citado Texto ha sido sometido a Información Pública sin que se hayan presentado alegaciones al mismo.


Igualmente ha sido informado favorablemente por Gobierno de Navarra.


Por tanto de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 50 de la Ley Foral 6/1990, de dos de julio, de la Administración Local de Navarra, se propone al pleno la adopción del siguiente acuerdo:


Primero.- Aprobar la Modificación de los Estatutos de la Mancomunidad de Aguas de Cascante Cintruenigo y Fitero, aprobada definitivamente el 11 de mayo de 2017 por la misma.


Segundo.- Dar cuenta del presente acuerdo a la Mancomunidad de Aguas de Cascante Cintruenigo y Fitero.


El Alcalde dice que con la modificación se ceden competencias a la Mancomunidad, y en concreto la actuación sobre los depósitos de agua de los municipios, añadiendo el concejal Javier Fernández que también se ha conseguido tras la presión de Cascante y Fitero que la presidencia sea rotativa, aclarando el Alcalde que es mérito de los anteriores miembros en la Mancomunidad.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


6.- APROBACION MODIFICACION ESTATUTOS MANCOMUNIDAD DE SERVICIOS SOCIALES.


Por la Mancomunidad de Servicios Sociales de Base de Citruenigo y Fitero, se ha procedido a la aprobación de la modificación de sus Estatutos y a la elaboración de un texto refundido de los mismos.


El citado Texto ha sido sometido a Información Pública sin que se hayan presentado alegaciones al mismo.


Igualmente ha sido informado favorablemente por Gobierno de Navarra.


Por tanto de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 50 de la Ley Foral 6/1990, de dos de julio, de la Administración Local de Navarra, se propone al pleno la adopción del siguiente acuerdo:


Primero.- Aprobar la Modificación de los Estatutos de la Mancomunidad de Servicios Sociales de Base de Cintruénigo y Fitero y su Texto Refundido, aprobado el 22 de marzo de 2017 por la misma.


Segundo.- Designar a Doña Ana Isabel Pérez Elipe, como representante del Ayuntamiento de Fitero en la Mancomunidad de Servicios Sociales de Base de Cintruénigo y Fitero.


Tercero.- Dar cuenta de los acuerdos precedentes a la Mancomunidad de Servicios Sociales de Base de Cintruénigo y Fitero.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


7.-CONCESION DE AYUDAS AL EMPLEO.CONFECCIONES JESMAR,S.L.

El pleno del Ayuntamiento de Fitero en sesión celebrada el 31 de octubre de 2002 aprobó inicialmente la ordenanza de ayudas a la inversión y al empleo. Dicha aprobación inicial fue publicada en el BON de dos de diciembre de 2003 sin que se presentasen alegaciones por lo que en virtud del Artículo 325 de la Ley Foral de Administración Local de Navarra quedo aprobada definitivamente.

Posteriormente el pleno del Ayuntamiento, ha aprobado varias modificaciones de la citada ordenanza, procediéndose a la publicación en el BON, número 111, de 9 de junio, del último texto refundido de la misma.

Se ha presentado solicitud de concesión de ayudas a la inversión y al empleo por la  empresa de la localidad CONFECCIONES JESMAR S.L..

A tenor del Artículo 1 del Capítulo I, podrán acogerse a estas ayudas las empresas que: a)Creen puestos de trabajo indefinidos. B) Tengan domicilio fiscal en Fitero. C) Que la contratación incremente el número de trabajadores con carácter indefinido, pudiendo llegar a ser la ayuda de hasta 1.200 Euros, por tratarse de Empleo Femenino. Si se tratase de contratos indefinidos a tiempo parcial se hallara la parte proporcional.

El Artículo 5 establece la competencia del Pleno para la concesión de estas ayudas, previo dictamen favorable de la Comisión de Industria, Comercio y Turismo, y Hacienda.


Habiéndose reunido la misma y siendo favorable al otorgamiento de las ayudas.


A la vista del cumplimiento de los requisitos y de la documentación aportada por el solicitante y considerando la proporción de jornada en un 82,5 %, al ser su jornada de 33 horas semanales. 

Se propone al Pleno la adopción del siguiente acuerdo:

Conceder las Ayudas a la inversión y al empleo solicitadas por la  empresa de la localidad CONFECCIONES JESMAR, S.L., por importe de 990 Euros, bajo los condicionantes establecidos por la Ordenanza de Ayudas a la Inversión y al Empleo:

 La empresa se compromete a mantener a la trabajadora de alta durante al menos 37 meses.

El  abono de las ayudas se efectuara de la siguiente manera: En su totalidad, al presentar aval otorgado por una entidad financiera.

La devolución del aval se realizara a partir de los 36 meses de la fecha de alta del trabajador en la seguridad social, debiendo presentar certificado de vida laboral del trabajador. 

No obstante el beneficiario podrá optar por posponer las ayudas hasta el cumplimiento de los condicionantes de mantenimiento del empleo, sin necesidad de presentación del aval.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


8.-CONCESION DE NICHO.

Se ha solicitado por Don Alberto Mañero Goñi y Doña Luisa Fernández Yanguas la concesión del Nicho 16-A, del Cementerio Municipal.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 de la Ley Foral 6/90 de Administración Local de Navarra, estará sujeta a concesión administrativa la utilización privativa de los bienes de dominio público cuando requieran obras o instalaciones de carácter permanente.

La competencia para el otorgamiento de concesiones corresponde al Pleno tal y como dispone el artículo 130 de la Ley Foral citada y el artículo 98 del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales de Navarra.

El precio fijado por la concesión de Nicho es de 745,92 Euros.

En su virtud se propone al pleno la adopción del siguiente acuerdo:

1.- Conceder a Don Alberto Mañero Goñi y Doña Luisa Fernandez Yanguas  el uso del Nicho 16-A del Cementerio Municipal, previo abono de 745, 92 Euros.

2.- Notificar el presente acuerdo a los interesados indicándoles que el Ayuntamiento cargará, en su caso, en su cuenta la cantidad señalada.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


Abandona la sesión por ser parte en el procedimiento a examinar en el siguiente punto del orden del día la concejala Eva Calleja.


9.-INADMISION DE REVISION DE OFICIO SOLICITADA POR EVA CALLEJA DEL ACUERDO DE PLENO PARA LA CESION DE PARCELA PARA LA CONSTRUCCION DEL CUARTEL DE LA GUARDIA CIVIL.

Vista la instancia presentada por Doña Eva Calleja Sanz ante este Ayuntamiento, en fecha 22 de septiembre del presente año, en la que se solicita “la incoación de expediente de revisión de actos o disposiciones nulas del artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común con el fin de declarar la nulidad del acuerdo del pleno del Ayuntamiento de Fitero de fecha 29 de noviembre de 2013 por el que se determinó declarar la alienabilidad y la cesión gratuita de una parcela segregada de la existente 3116 del polígono 2 de Fitero para la construcción de una casa-cuartel de la Guardia Civil.”.


Visto que lo solicitado por doña Eva Calleja Sanz se argumenta en los siguientes pilares:

1. La parte de la parcela 3116, del polígono 2 de Fitero, segregada para la cesión, está calificada en el planeamiento urbanístico como suelo dotacional, por lo que constituye un bien demanial del Ayuntamiento, calificación jurídica de la parcela que se produce de forma automática a partir de la aprobación definitiva del planeamiento municipal.

2. Dado que, a su juicio es un bien demanial, el procedimiento previsto en los artículos 136 y siguientes de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra (en lo sucesivo LFAL), porque entiende que dicho procedimiento de cesión solo es aplicable a los “bienes y derechos patrimoniales de las administraciones locales y no de los bienes públicos de los que, en buena lógica, no pueden declarase alieanables sin haber procedido previamente a su desafectación”.

3. Especifica que la fórmula para la traslación voluntaria de un bien de dominio público es la mutación demanial, justificada en los artículos 71 y 72 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, sobre Patrimonio de las Administraciones Públicas, y en los artículos 71, 72 y 73 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra.

4. Y dado que no se ha utilizado el procedimiento adecuado, justifica la pretensión de nulidad del acuerdo en el que se produce la cesión de la parcela segregada, parte de la 3116, en dos causas de nulidad del artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en lo sucesivo, LPC) –si bien la solicitud no señala cuáles son esos preceptos–, que son:

· Apartado e): Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.

· Apartado f): Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.


Vista la admisión a trámite de la solicitud planteada por la Sra. Calleja Sanz y realizada la completa instrucción del procedimiento, así como realizado el trámite de audiencia pública a todas las partes interesadas.


Considerando el informe jurídico emitido por el Secretario de este Ayuntamiento, del que se desprende la procedencia de la desestimación de la solicitud planteada por Doña Eva Calleja Sanz.

Su contenido jurídico avala la conclusión planteada y se trae aquí un extracto de su tenor literal que justifica la decisión que este Pleno va a tomar, de conformidad con lo planteado en el mismo:

“FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.
DELIMITACIÓN DE LA PRETENSIÓN INSTADA EN LA SOLICITUD.

La solicitante, Doña Eva Calleja Sanz, pretende la revisión de acto nulo, en concreto, del acuerdo de pleno de este Ayuntamiento de 26.11.2013, planteando la siguiente argumentación:

La parte de la parcela 3116, del polígono 2 de Fitero, segregada para la cesión, está calificada en el planeamiento urbanístico como suelo dotacional, por lo que constituye un bien demanial del Ayuntamiento, calificación jurídica de la parcela que se produce de forma automática a partir de la aprobación definitiva del planeamiento municipal.

Dado que, a su juicio es un bien demanial, el procedimiento previsto en los artículos 136 y siguientes de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra (en lo sucesivo LFAL), porque entiende que dicho procedimiento de cesión solo es aplicable a los “bienes y derechos patrimoniales de las administraciones locales y no de los bienes públicos de los que, en buena lógica, no pueden declarase alieanables sin haber procedido previamente a su desafectación”.

Especifica que la fórmula para la traslación voluntaria de un bien de dominio público es la mutación demanial, justificada en los artículos 71 y 72 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, sobre Patrimonio de las Administraciones Públicas, y en los artículos 71, 72 y 73 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra.

Y dado que no se ha utilizado el procedimiento adecuado, justifica la pretensión de nulidad del acuerdo en el que se produce la cesión de la parcela segregada, parte de la 3116, en dos causas de nulidad del artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en lo sucesivo, LPC) –si bien la solicitud no señala cuáles son esos preceptos–, que son:

· Apartado e): Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.

· Apartado f): Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.

Con este hilo argumental, solicita la declaración de nulidad del acuerdo plenario de 26.11.2013, de conformidad con el procedimiento de revisión de oficio establecido en el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

SEGUNDO.  SOBRE LA NORMATIVA APLICABLE AL PRESENTE SUPUESTO.

Nos encontramos ante un expediente iniciado a solicitud de interesado, en fecha 22.09.2014. Después de inadmitirse, el procedimiento quedó interrumpido por los recursos administrativos y judiciales, pero no cabe duda que el punto de partida del procedimiento de revisión es la fecha referida pues es el documento con el que se inicia “a solicitud de interesado” la solicitud de revisión de oficio.

En todo caso, de una lectura paralela del artículo 54 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y del 68 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, no hay ninguna diferencia que haga pensar que la aplicación de una u otra norma podrían obtenerse soluciones jurídicas diferentes.

Pues bien, si aplicamos la DT 3ª, apartado a), de la Ley 35/2015, hemos de entender que habiéndose iniciado (a solicitud de interesado, reitero) el procedimiento de revisión de oficio con anterioridad a la Ley 35/2015, ha de seguirse la Ley 30/92:

“Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio de los procedimientos

a) A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior.

b) Los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de la entrada en vigor de la presente Ley se sustanciarán por las normas establecidas en ésta. 

c) Los actos y resoluciones dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán, en cuanto al régimen de recursos, por las disposiciones de la misma.

d) Los actos y resoluciones pendientes de ejecución a la entrada en vigor de esta Ley se regirán para su ejecución por la normativa vigente cuando se dictaron.

e) A falta de previsiones expresas establecidas en las correspondientes disposiciones legales y reglamentarias, las cuestiones de Derecho transitorio que se susciten en materia de procedimiento administrativo se resolverán de acuerdo con los principios establecidos en los apartados anteriores.

En definitiva, no nos encontramos ante un procedimiento de revisión de oficio iniciado después de la entrada en vigor de la Ley 35/2015, al haberse iniciado el mismo con la solicitud de la Sra. Calleja en fecha 22.09.2014.

No obstante, el procedimiento prescrito   por el artículo 102 de la Ley 30/1992, no difiere en lo sustancial del previsto por el artículo 106 de la ley 35/2015, por lo que igualmente se dan todas las garantías para los interesados en cuanto a participación y audiencia en el procedimiento.

TERCERO.  SOBRE LA PRETENSIÓN DE FONDO DE LA SOLICITUD.

Centrada la pretensión en la solicitud del inicio del procedimiento de revisión de oficio del acuerdo municipal citado, el régimen legal contenido en el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, dispone que las Administraciones Públicas, por iniciativa propia o a solicitud del interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente, declarará de oficio la nulidad de los actos administrativos en los supuestos de nulidad de pleno derecho previstos en el artículo 62.1 de la propia Ley.

Pues bien, la mera lectura de la solicitud evidencia tres errores de bulto en la argumentación de la solicitud, que evidencian la carencia manifiesta de fundamento y la falta de concurrencia de las causas de nulidad que se indican en la solicitud planteada por la Sra. Calleja.

El primero tiene que ver con la calificación jurídica del inmueble cedido, esto es, en la interpretación propia e interesada que la solicitante realiza para considerar que la parte de la parcela 3116 cedida es un bien de dominio público.

En su momento, y a petición de la Sra. Calleja, este Ayuntamiento le remitió el expediente completo de la cesión de la parcela. Por tanto, siempre le ha constado a la solicitante, porque así obra en el expediente completo que se le remitió, que dicho inmueble está calificado en el patrimonio de este municipio como bien patrimonial, calificación que se justifica además con el informe del Arquitecto municipal, de 14.10.2013, en que se indica que la parcela no se halla incursa en ningún plan de ordenación, reforma o adaptación, no teniendo asignado ningún uso o finalidad concreta, sin que la calificación urbanística prevista genere el cambio automático en la consideración jurídica de la naturaleza de la parcela como dominio público, máxime cuando el planeamiento urbanístico municipal indica que la parcela está destinada a un uso dotacional, sin indicar expresamente que ese uso dotacional sea público únicamente.

Así se deriva del artículo 174 de la Normativa Particular del Plan Municipal de Fitero, cuando declara de modo textual que los espacios de equipamientos y servicios se destinan a la localización de dotaciones públicas o privadas. Ello determina que, no estando previsto en el plan el uso o destino público del solar en cuestión, no existe en modo alguno la afectación automática derivada del planeamiento que erróneamente afirma la solicitante.

En este sentido, además, la Sentencia del Tribunal Supremo, de 25 de mayo de 1993 (ECLI: ES:TS:1993:3337 / Id Cendoj: 28079130011993101508), expresa:

“Como expresa la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de junio de 1983, aunque la finca apelante lindaba con una zona de la finca matriz, destinada a viales, ello no significa que por ese solo hecho, tales terrenos-viales tuvieran la condición de vías públicas ni estuvieran, por ese solo hecho, afectadas al dominio público, con destino al uso público, ya que para ello eran precisas dos condiciones: La primera, que salieran del patrimonio de la propietaria y entraran en el patrimonio municipal y la segunda, que una vez fuera del dominio particular y dentro del de la Administración, ésta realizara un acto de afectación, que en todo caso, supone la previa transmisión del bien desde el patrimonio del particular al de la persona jurídica administrativa.”

La calificación jurídica del inmueble cedido, en la consideración de que es un bien de dominio público, a juicio de la solicitante, es, sin embargo, el punto de partida del resto de la argumentación planteado por doña Eva Calleja Sanz, a lo que le sigue el segundo error de especial importancia, pues intenta justificar su postura en normativa que o bien no es de aplicación a las entidades locales (el objeto de la LF14/07 es establecer el régimen jurídico de los bienes y derechos que integran el Patrimonio de la Comunidad Foral de Navarra); o bien su contenido (haciendo referencia a la Ley 33/2003) en cuanto al patrimonio de las entidades locales se refiere ya está contenido en la LFAL, norma de plena aplicación en Navarra, la cual, respetando las bases de la norma estatal (Ley 7/1985), fue dictada en virtud de la competencia histórica que ostenta la Comunidad Foral en material de régimen local, artículo 46 LORAFNA.

Sin embargo, el tercer error, y quizás el más importante a todos los efectos, es la errónea lectura e interpretación que la solicitante realiza del artículo 136 LFAL.

Nos encontramos ante un bien de naturaleza patrimonial, cuyo régimen jurídico se concreta en la LFAL, norma foral de directa aplicación para la gestión, mantenimiento y defensa del patrimonio local.

Aun en el hipotético caso de que se considerara que el inmueble cedido tenía naturaleza de bien de dominio público, como insiste la solicitante, debe tenerse en cuenta los siguientes preceptos de la LFAL que nos trasladan in fine al procedimiento establecido en el artículo 136 para la posible enajenación directa de un bien que forma parte del patrimonio municipal.

Todos los bienes de las Entidades Locales de Navarra se rigen por la LFAL y sus disposiciones reglamentarias, así como por las normas de Derecho Administrativo Foral de Navarra (artículo 99) y ello en virtud de la competencia histórica que ostenta Navarra en esta materia.

Y de esta manera se regula el Patrimonio de las Entidades Locales, estando constituido por el conjunto de bienes, derechos y acciones que, por cualquier título, les pertenezca (artículo 97.1 LAFAL). Dentro de los bienes de cada patrimonio local hay que distinguir los bienes que se clasifican como de dominio público, comunales y de dominio privado o patrimoniales (artículo 97.2 LFAL). Y es la Entidad Local la que asigna a los bienes y derechos de su patrimonio la calificación jurídica que les corresponda según su naturaleza o destino (artículo 101 LFAL).

Y aquí un inciso que servirá para más adelante. No debe confundirse el Patrimonio de un ente local, con el carácter o naturaleza de patrimonial, como interesadamente parece estar haciendo la solicitante, como se verá.

Pues bien, la LFAL regula la enajenación de los bienes del Patrimonio, exigiendo en todo caso y sin distinguir según su naturaleza, la declaración previa de alienabilidad (artículo 132 LFAL). Y como procedimientos de enajenación establece que será con carácter general el de subasta pública y excepcionalmente, enajenación directa (artículo 133 LFAL).

En el presente expediente se daba uno de los presupuestos para acudir a la enajenación pública de uno de los bienes que formaban parte del Patrimonio local. Ya en los hechos, y así consta en la documentación del expediente, quedaba acreditada suficientemente el carácter público, como entidad de Derecho Público, del organismo que sería el adquirente de la finca. Véase artículo 134.1 LFAL. Además, en el expediente administrativo quedó justificado que en la parcela a ceder se iba a implantar una actividad pública de interés general para los vecinos del municipio, artículo 134.2 LFAL.

Por tanto, la Administración pública (GIESE) reunía todo tipo de requisito esencial para poder ser cesionaria de la parcela cuestionada, no existiendo causa de nulidad en este aspecto.

Con todo este encuadre, debidamente justificado en expediente, se cumplieron los requisitos de procedimiento generales que exige el artículo 132 LFAL, siguiendo además los específicos exigidos para la cesión a título gratuito de la propiedad de bienes y derechos del patrimonio de las Entidades locales.

Dos matizaciones a tener en cuenta por la solicitante, en este punto. En este artículo se está regulando el procedimiento para la mutación demanial por traslado de titularidad entre dos administraciones, de cualquier bien del patrimonio de una entidad local, tal y como parece exigir la solicitante, al entender, incorrectamente, que no se ha realizado tal mutación demanial.

En segundo lugar, de la simple lectura del artículo 136 LFAL, no se deriva que se refiera a las cesiones de bienes y derechos patrimoniales, exclusivamente, sino a las cesiones gratuitas de bienes y derechos que integren el Patrimonio de la Entidad Local, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, dominio público, patrimonial…, si bien ha de tenerse en cuenta que los bienes comunales tienen su procedimiento especial para su desafectación y cesión, regulado en los artículos 139 y siguientes LFAL, cuestión que no es objeto de análisis en el presente caso.

Este es el tercer y más importante error que comete la solicitante, del que ya hemos hecho referencia anteriormente, al considerar que el procedimiento del 136 “se refiere a las cesiones de bienes y derechos patrimoniales de las administraciones locales y no de los bienes públicos”.

Por ello, independientemente de que la parcela cedida tuviera naturaleza de bien patrimonial o de bien de dominio público, el procedimiento al que hay que acudir en todo caso para la de enajenación directa del mismo es el previsto en el 136 LFAL, no existiendo en este caso causa de nulidad ni por omisión total del procedimiento, ni siquiera por ausencia de trámites esenciales.

CUARTO.  En resumen, nos encontramos ante un bien del Patrimonio del Ayuntamiento cuya enajenación directa es posible dado que concurren los requisitos del artículo 134.2, quedando justificado la naturaleza de Derecho Público de la entidad adquirente y el interés general para el municipio de la implantación del Cuartel de la Guardia Civil por cuanto garantizaría la prestación del servicio público de seguridad.

Habiéndose justificado igualmente en el expediente administrativo, mediante la incorporación al mismo de la documentación técnica y jurídica necesaria, la tasación del inmueble a ceder y que el valor del mismo no excede del 25% de los recursos ordinarios del presupuesto del Ayuntamiento, entre otras cuestionas jurídicas de titularidad previa registral y catastral;  habiéndose declarado previamente, en el acuerdo que ahora se pretende revisar, la alienabilidad del bien; y habiéndose votado el acuerdo que ahora se cuestiona, por unanimidad, no puede prosperar la pretensión de la solicitante de que se ha prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido ni de ninguna regla esencial del procedimiento, como tampoco que el acuerdo carezca de los requisitos esenciales para la adquisición de la titularidad de la parcela dado que, aunque a juicio de la solicitante, la Administración General del Estado no está incluida entre los posibles destinatarios de la cesión de bienes de las Entidades Locales, a este respecto, debe recordarse lo anteriormente indicado, esto es, que el artículo 136 de la Ley Foral de Administración Local es concluyente al señalar que la cesión a título gratuito “podrá realizarse en favor de otras Administraciones, instituciones públicas o instituciones privadas de interés público sin ánimo de lucro, para fines de utilidad pública o interés social”. De nuevo, el error en el que incurre la solicitante es flagrante y, por ello, la falta de fundamento del motivo es, por tanto, manifiesta y la improcedencia de las causad de nulidad señaladas por la solicitante, evidente.

En definitiva, toda la argumentación del presente informe, que se desprende de la documentación obrante en el expediente administrativo (del que la solicitante tiene exacto conocimiento) y la correcta lectura de la normativa aplicable a esta supuesto, evidencian la carencia manifiesta de fundamento de la solicitud planteada por Doña Eva Calleja Sanz, pues no existe de manera ostensible e indubitada, motivo alguno de nulidad radical en que pudiera sostenerse la revisión de oficio peticionada, por lo que procedería la desestimación de la pretensión formulada por la Sra. Calleja de revisión de oficio del acuerdo de 27.11.2013, debiendo considerarse el mismo conforme a Derecho.”


Considerando el informe jurídico emitido por Don Alberto Andérez González y Doña Cristina Montes Chivite, en marzo de 2017, del que igualmente se concluye la procedencia de la desestimación de la solicitud planteada por Doña Eva Calleja Sanz y del que se trae en este punto un extracto de su tenor literal, justificativo igualmente de la decisión que este Pleno va a tomar.

DICTAMEN

A) DELIMITACIÓN DE LOS MOTIVOS DE NULIDAD DE PLENO DERECHO EN QUE SE FUNDAMENTA LA SOLICITUD DE REVISIÓN DE OFICIO

La solicitud de incoación de expediente de revisión de actos nulos formulada mediante escrito de 16 de septiembre de 2014 (con fecha de entrada en el Registro del Ayuntamiento de Fitero el día 22 del mismo mes y año), tras efectuar diversas consideraciones en sus apartados primero a quinto, concreta en dos los vicios de nulidad de pleno derecho en los que supuestamente incurriría el Acuerdo plenario de 27 de noviembre de 2013, a saber:

Por un lado, entiende la solicitante que el citado Acuerdo ha dispuesto la cesión gratuita de parcela pública prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido, al optar por tramitar un expediente de cesión gratuita de bienes patrimoniales cuando, según la solicitud, nos encontraríamos en realidad ante una mutación demanial sujeta a un procedimiento y condiciones y con un alcance distintos.

A su vez, el escrito de solicitud afirma la concurrencia de un segundo vicio de nulidad de pleno derecho, al considerar que a través del Acuerdo, cuya revisión se postula, se habría promovido la adquisición por parte de un tercero, en este caso la Administración General del Estado, de facultades o derechos a pesar de carecer de los requisitos esenciales para su adquisición, toda vez que (se alega) dicha Administración no estaría incluida entre las entidades que pueden ser destinatarias de una cesión de esta naturaleza.

Estos dos motivos, enunciados brevemente en la consideración sexta del escrito de solicitud de revisión de actos nulos, determinarían, a juicio de la solicitante, la concurrencia de las causas de nulidad previstas en los apartados e) y f) del artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, aplicable al procedimiento incoado en razón a la fecha de inicio del mismo (Disposición transitoria tercera de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas).

Los dos motivos señalados deben ser objeto de examen diferenciado a través de los apartados que seguidamente se desarrollan.

B) SOBRE LA PRETENDIDA OMISIÓN TOTAL Y ABSOLUTA DEL PROCEDIMIENTO LEGALMENTE ESTABLECIDO
El planteamiento del motivo afirma la existencia de la vulneración legal denunciada al entender, según se ha expresado, que en relación a la cesión gratuita, cuya revocación se pretende, el Ayuntamiento de Fitero habría aplicado un procedimiento (el de cesión de bienes patrimoniales) distinto al que legalmente procedería (mutación demanial), defecto que se equipara por la solicitante a una omisión completa del procedimiento legalmente exigido, de la que además se afirma su trascendencia legal al incidir la utilización de uno u otro procedimiento sobre aspectos relevantes, como serían los que afectan a la transmisión de la titularidad del bien y a la posibilidad de reversión de la misma para el supuesto de incumplimiento de las condiciones a las que sujeta.

Las razones para el rechazo del motivo de nulidad invocado resultan patentes conforme a consideraciones legales básicas.

Primera razón: El planteamiento expuesto por doña Eva Calleja Sanz adopta como premisa de partida (sin la cual todo él resulta en sí mismo incorrecto, al margen de las restantes razones que posteriormente se exponen y que llevan a la misma conclusión) la naturaleza de bien de dominio público titularidad del Ayuntamiento que se afirma por la solicitante de la parcela cedida y que excluiría de raíz, a juicio de esta última, la posible cesión a título gratuito de la misma, reservada, se nos dice, a los bienes que tienen la consideración de patrimoniales.

Esta afirmación, que se erige en presupuesto básico de la causa de nulidad alegada en la solicitud de revisión, resulta en sí misma manifiestamente errónea, lo que descarta la existencia del vicio denunciado.

Conforme a lo señalado en el relato de antecedentes del presente dictamen, la parcela objeto de cesión a favor de la Administración General del Estado constituye un bien de naturaleza patrimonial, y así se certifica expresamente por parte del Secretario municipal en el seno del expediente tramitado al efecto.

Aun cuando el carácter de documento público que cabe predicar de esta última certificación eximiría de cualquier otra consideración al respecto, lo cierto es que el dato consignado en ella (a saber, la naturaleza patrimonial del bien) es el que resulta de modo directo en aplicación de las disposiciones legales en la materia, confirmado así el tenor de lo certificado.

Siguiendo la configuración general o común en materia de patrimonio de las Administraciones Públicas, el artículo 98.1 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra, establece que “son bienes de dominio público los destinados al uso o a los servicios públicos” frente a los bienes patrimoniales que, por exclusión, son aquellos “que no tengan el carácter de bienes de dominio público o comunal”.

Por otro lado, el artículo 103.3 de la misma Ley Foral dispone la alteración automática de la calificación jurídica de los bienes titularidad de las Entidades Locales, entre otras causas, por la “aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los proyectos de obras y servicios”, según señala el apartado a) del precepto citado.

A este respecto, es preciso tener en cuenta que las vigentes normas de planeamiento de Fitero establecen, para la parcela que (previa segregación de la número 3116 del polígono 2 de la localidad) es objeto de cesión a favor de la Administración General del Estado, un destino dotacional público o privado, sin que, por otro lado y según expresan los informes técnicos aludidos en el ordinal I del relato de hechos del presente informe, esté asignado a dicha parcela un uso o destino concreto actual o previsto de carácter público.

En consecuencia, y toda vez que la parcela cedida no se encuentra adscrita a la prestación de un servicio público ni se destina a un uso del mismo carácter, sino que permite también la instalación en ella de equipamientos o servicios de naturaleza privada, es incuestionable, a nuestro juicio, que la calificación que de modo directo deriva de las normas urbanísticas vigentes no puede ser otra que la de bien patrimonial del Ayuntamiento, conforme se certifica por el Secretario municipal.

En este punto se constata en la solicitud de revisión de oficio bien un error manifiesto, bien un deliberado intento de alterar la realidad de los hechos, cuando se afirma en ella que la referida parcela figura en los planos del Plan General Municipal de Fitero como suelo dotacional, lo que comportaría, tras la aprobación definitiva del planeamiento, su necesaria calificación como bien de dominio público.

La pretendida equiparación entre suelo dotacional y bien de dominio público resulta inadmisible, habida cuenta que se olvida con ella que el destino dotacional previsto en el planeamiento no es solamente el público, sino también el privado, lo que excluye una pretendida adscripción de la parcela a un uso o servicio público que la norma urbanística en absoluto le asigna.

Por el contrario, la previsión de que dicha parcela pueda ser también destinada a un uso dotacional privado (lo que posibilita la implantación en la misma de servicios y equipamientos de dicha naturaleza y titularidad) se muestra por sí sola incompatible con su pretendida afectación por el planeamiento a un uso o a un servicio público del que necesariamente se dedujese, conforme a la norma legal antes citada, el carácter demanial del bien.

Desautorizado el presupuesto de partida del primero de los motivos de nulidad invocados (el pretendido carácter demanial del bien), el rechazo íntegro del mismo resulta, por tanto, obligado; no obstante, las restantes consideraciones a través de los que se desarrolla el motivo evidencian también un error patente que conduce a su desestimación.

Segunda razón: Bajo un punto de vista estrictamente jurídico, la supuesta omisión total y plena del procedimiento legalmente establecido (como causa de nulidad de la cesión acordada) se hace descansar, en el escrito de solicitud formulado, en la errónea utilización por parte del Ayuntamiento de Fitero de un procedimiento distinto al que, conforme a las normas que se invocan, correspondería tramitar para obtener el fin perseguido, esto es, la transmisión gratuita de la propiedad de una parcela de titularidad municipal a favor de la Administración General del Estado para su utilización con el fin descrito.

Concretamente, y según se ha dicho, el procedimiento que habría sido omitido en el presente caso sería, a juicio del solicitante, el de mutación demanial, sujeto a trámites, requisitos y condiciones distintos con relevancia legal en orden a la salvaguarda de los intereses del Ayuntamiento, a juicio de la solicitante.

Entiende la solicitante aplicable el procedimiento de mutación demanial previsto en los artículos 71 y 72 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas y en el previsto en los artículos 71, 72 y 73 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra, en vez del aplicado por el Ayuntamiento de Fitero, el contemplado en el artículo 136 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra.

De nuevo, el planteamiento debe reputarse no conforme a Derecho, y ello por motivos diversos:

1) La fundamentación misma del escrito de solicitud de revisión es manifiestamente incorrecta y descarta incluso la propia existencia de un error en cuanto al procedimiento que debía tramitarse por el Ayuntamiento de Fitero para acordar la transmisión del bien a la Administración General del Estado, base del motivo de nulidad que se invoca.

Ello es así por cuanto, en primer lugar, ninguna de las dos normas legales alegadas en la solicitud de revisión de oficio deviene de aplicación (véanse los artículos 1 de cada una de dichas normas), ya sea directa o supletoria, al régimen de los bienes de las Entidades Locales de Navarra, el cual es objeto de regulación completa en los artículos 97 a 178 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, desarrollados por el Decreto Foral 280/1990, de 18 de octubre, que aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Navarra.

La mera lectura de las disposiciones citadas en último lugar permite constatar cómo la transmisión a título gratuito de bienes y derechos propiedad de las Entidades Locales, sin distinguir su calificación jurídica (con excepción de los bienes comunales que tienen un régimen específico y separado de protección), se sujeta a un régimen unitario, que es el contenido en el artículo 136 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, que exige con carácter general la previa declaración de alienabilidad bien por tratarse originariamente de bienes patrimoniales, bien por haber adquirido tal naturaleza previa alteración de la calificación jurídica primitiva de los bienes demaniales.

Por lo demás, dicha cesión a título gratuito de bienes de titularidad municipal se permite exclusivamente en favor de otras Administraciones Públicas (“sólo podrá realizarse en favor de otras Administraciones”, indica literalmente el apartado 1 del mencionado precepto), de instituciones públicas o de instituciones privadas de interés público sin ánimo de lucro, en todo caso para fines de utilidad pública o interés social que complementen o contribuyan al cumplimiento de intereses de carácter local.

La cesión gratuita, según señala el precepto citado, contempla, a su vez, como objeto de la misma tanto bienes como derechos titularidad de la Entidad Local; lo que, por tanto, comprende dentro de su ámbito de aplicación tanto los supuestos de transmisión de la propiedad del bien, como los de mera cesión de un derecho de uso sobre los mismos.

En sentido negativo, la regulación legal expuesta pone de manifiesto a través de su mera lectura que el régimen de los bienes de las Entidades Locales de Navarra no establece un procedimiento específico de mutación demanial en orden a articular la cesión de los mismos, con o sin transmisión de su titularidad, a favor de otras Administraciones Públicas al objeto de ser destinados a una finalidad pública distinta; por lo que será el régimen ordinario de cesión (previa desafectación del bien de dominio público) el que resultará en tal caso aplicable a todos los casos.

En definitiva, ninguna omisión del procedimiento de mutación demanial cabe advertir en el supuesto sometido a dictamen, desde el momento en que dicho cauce no se encuentra entre los regulados para la enajenación y gravamen de los bienes de las Entidades Locales de Navarra; omisión que, por otro lado, no constituye ninguna laguna legal necesitada de integración mediante la remisión a otras normas legales, habida cuenta que la finalidad pretendida a través del procedimiento de mutación demanial puede alcanzarse sin dificultad en este caso mediante los procedimientos generales u ordinarios de enajenación y cesión de bienes previstos en la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra.

Por lo demás, esta misma conclusión es la que se desprende de la inaplicabilidad a la Administración Local de Navarra de las previsiones contenidas en las normas legales que se invocan en la solicitud de revisión de oficio.

Por lo que respecta a la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra, su ámbito de aplicación se restringe en exclusiva a los bienes y derechos que integran el Patrimonio de la Comunidad Foral de Navarra, constituido por el conjunto de bienes y derechos que por cualquier título pertenezcan a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y a los restantes organismos, entes e instituciones de Derecho Público que se señalan en el artículo 2.2 de la citada Ley, entre los que no se encuentran las entidades que integran la Administración Local de Navarra.

Lo mismo cabe decir respecto de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas en cuanto a la regulación que la misma efectúa en su artículo 71 de los procedimientos de mutación demanial, precepto que es de aplicación exclusiva a la Administración General del Estado conforme a lo que establece la Disposición Final segunda de la norma legal, al no incluirse entre los preceptos que se declaran de carácter básico.

Además, y descendiendo al supuesto práctico que nos ocupa, ha de observarse que el expediente administrativo seguido por el Ayuntamiento es un expediente íntegro, completo, que ha cumplido rigurosamente no solo las determinaciones establecidas en el artículo 136 Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, a saber, acuerdo de pleno por mayoría absoluta del número legal de miembros, cesión a favor de una administración pública para un fin de utilidad pública, declaración de alienabilidad, previsión de las garantías establecidas por ley, además de contener el expediente una depuración física y jurídica del inmueble objeto de cesión. También consta en el expediente, a mayor abundamiento, otras actuaciones o trámites análogos a los exigidos en las normas reseñadas por la solicitante, tales como el acuerdo de 29 de agosto de 2013, por el que se manifestaba el compromiso municipal de cesión, o el acuerdo de aceptación de la cesión por parte de la Secretaría de Estado de Seguridad, actos administrativos que podría equipararse con los requisitos establecidos en los apartados 2 y 3 del artículo 72 de la Ley al requisito establecido en el artículo 72.2 Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, vgr., incrementándose las garantías procedimentales con el traslado del acuerdo de Pleno de 26 de noviembre de 2013 a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, a pesar de que el valor económico de la parcela cedida no excedía del 25% de los recursos ordinarios del presupuesto municipal para ese año, tal y como quedó acreditado con certificado de Secretaría incluido en el expediente.

Resulta obvio, por tanto, que ningún vicio de nulidad cabe apreciar en el supuesto sometido a informe por razón de la supuesta omisión total de un procedimiento que, bien de modo directo o supletoriamente, no resulta de aplicación en ningún caso a la cesión a título gratuito dispuesta por el Acuerdo municipal cuya revisión se postula.

2) La inexistencia de una causa de nulidad de pleno derecho en el Acuerdo de cesión cuestionado se revela también en razón a la falta absoluta de relevancia legal que reviste, en orden a la garantía de los derechos e intereses de la Entidad Local, el supuesto (pero inexistente) error alegado respecto del procedimiento que debe seguirse, confirmando así que en ningún caso se han omitido trámites esenciales del procedimiento exigible.

En efecto, en este punto el escrito de solicitud de revisión incide nuevamente en un equívoco manifiesto cuando trata de denunciar la supresión, como consecuencia del hecho de haberse seguido el procedimiento de cesión de bienes a título gratuito, de las garantías que el procedimiento de mutación demanial comporta para los intereses municipales y que llevaría a reputar, además de nulo, claramente lesivo el Acuerdo cuya nulidad se pretende.

Se señalan en la solicitud de revisión de oficio a tal efecto dos aspectos o condiciones que supuestamente se eludirían en el procedimiento de cesión a título gratuito y que, sin embargo, serían inherentes a la tramitación del procedimiento de mutación demanial reclamado, cuales son la posibilidad de no transmitir la titularidad del bien (conservando así la Entidad Local la propiedad sobre el mismo en todo caso) y su carácter reversible en cualquier momento.

Tal alegación resulta manifiestamente incierta. En primer lugar, y según se ha señalado, la cesión gratuita regulada en el artículo 136 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra abarca tanto a bienes como a derechos propiedad de las Entidades Locales de Navarra, lo que permite no sólo la transmisión de la titularidad del bien, sino también la mera cesión de un derecho de uso sobre el mismo; es decir, análogo tratamiento al que resulta del régimen contenido en la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra, que permite, por un lado, la cesión de bienes o derechos en idénticas condiciones a las del precepto legal antes citado (véanse a este respecto los artículos 44 y 45 de la mencionada Ley Foral 14/2007, de 4 de abril) y contempla asimismo, por otro lado, la mutación demanial con o sin transmisión de la propiedad a favor de otras Administraciones Públicas (artículo 73 de la norma).

Por cierto, y en contra de lo que da a entender la solicitud de revisión, el régimen contenido en la legislación estatal respecto a la cesión gratuita de bienes y derechos no difiere del aquí aplicado (nueva muestra de la falta total de consistencia de la causa de nulidad que ahora se examina).

Ha de tenerse en cuenta que la mutación demanial prevista en el artículo 71 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, supone la desafectación de un bien o derecho del Patrimonio del Estado para su simultánea afectación a otro uso general, fin o servicio público, estando reservada exclusivamente al ámbito de la Administración General del Estado o de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, por lo que no contempla la transmisión de la propiedad de los bienes.

La transferencia de la titularidad de bienes del Patrimonio del Estado a favor de otras Administraciones o entidades públicas con vistas a su adscripción a un fin de interés público (como sería el presente caso pero desde la Administración Local a otras Administraciones o entidades públicas) debe seguir, por tanto, los cauces establecidos para la cesión a título gratuito previstos en el artículo 145 de la Ley 33/2003, procedimiento que, por lo demás, establece unas condiciones idénticas a las que regula la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra en el citado artículo 136, seguido por el Ayuntamiento de Fitero.

Por otro lado, tampoco existen diferencias respecto a la reversión de los bienes objeto de cesión; y ello por cuanto, de entrada, el citado artículo 136 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra ordena en su apartado segundo el establecimiento de los condicionamientos, limitaciones o garantías se estimen oportunos estableciéndose que en todo caso (apartado tercero) el incumplimiento de los mismos determina la reversión de pleno derecho de la propiedad de los bienes al patrimonio de la Entidad Local.

De hecho el plazo de treinta años a que alude el escrito de solicitud de revisión se dispone tan solo con carácter supletorio en esta norma legal para el caso de que no se fije una condición o límite temporal distinto en el propio acuerdo de cesión; todo ello al margen de que la doctrina legal, en aplicación de precepto análogo contenido en el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (en concreto en su artículo 111) haya descartado la consolidación plena de la propiedad a favor del cesionario de bienes de las Entidades Locales cedidos a título gratuito por el mero transcurso del plazo de treinta años señalado cuando se incumple el uso o destino al que quedó condicionada la cesión misma (sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 21 de febrero de 2006, rec. 6037/2002).

En suma, y frente a lo que se alega en el escrito de solicitud de revisión de oficio, la cesión efectuada en el presente caso conforme a lo que dispone el artículo 136 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, no puede calificarse en ningún caso como lesiva para los intereses municipales por la pretendida, pero inexistente, supresión de garantías de reversión del bien a la propiedad municipal en el supuesto de incumplimiento del destino público que motiva y a la que se condiciona la cesión.

Los motivos expuestos llevan, por tanto, de modo necesario a concluir que no cabe apreciar en el supuesto sometido a dictamen la ausencia total y absoluta, ni tampoco en sus trámites esenciales, del único procedimiento (el de cesión, y no la mutación demanial) que la regulación legal dispone para la transmisión a título gratuito de la propiedad de bienes municipales a favor de otras Administraciones Públicas para su destino a un fin de carácter público distinto; lo que descarta la concurrencia del primero de los motivos de nulidad invocados.

Por tanto, ha de concluirse que conforme a doctrina legal constante, no concurre el vicio de nulidad pretendido, previsto en el apartado e) del artículo 62.1 de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, pues, primero, dicha causa ha de aplicarse desde una interpretación restrictiva, por lo que no puede apreciarse ante cualquier defecto u omisión en la tramitación de un procedimiento administrativo; y, seguidamente, la omisión de procedimiento o de cualquiera de los trámites esenciales del mismo, ha de ser clara, manifiesta y ostensible, sobre todo de aquellos cuya omisión provoca respecto de los terceros interesados que se personan en el mismo una situación de indefensión efectiva, debiendo existir una radical falta de trámites idóneos para alcanzar la finalidad perseguida (Auto del Tribunal Supremo 17/11/1997, rec. 6759/1997; Sentencias del Tribunal Supremo de 17 de octubre de 2000, rec. 220/1990 y de 14 de abril de 2010, rec. 3533/2007, vgr.)

En realidad, nada de esto acontece en el supuesto sometido al presente dictamen. De entrada, resulta más que discutible la pretendida equiparación entre la omisión del procedimiento establecido por la norma legal, con los caracteres de total y absoluta que exige esta última, con un mero equívoco por parte de la Administración (que en el presente caso además tampoco se produce, como se ha señalado) en cuanto a la determinación del procedimiento aplicable.

Pero al margen de ello, esta última circunstancia no entraña por sí misma la causa de nulidad invocada cuando de ella no se deriva la omisión de aquellos trámites que fueran esenciales en el procedimiento exigible; y esto es lo que, a nuestro juicio, concurre en el presente caso, habida cuenta que al margen de su tramitación como cesión gratuita (que es, como luego veremos, plenamente acorde a Derecho) y no como la mutación demanial que pretende la solicitante, los requisitos de carácter esencial, por lo demás comunes a ambos tipos de procedimientos, han sido plenamente observados.

En efecto, téngase en cuenta que en todo caso se ha procedido por parte del Ayuntamiento a la declaración de alienabilidad de la parcela objeto de cesión, se ha adoptado el acuerdo por parte del órgano competente con la mayoría legalmente exigible y, por último, han sido determinadas en el mismo las condiciones a las que se sujeta la transmisión de la titularidad del bien, conformes todas ellas con los fines de utilidad pública o interés social que amparan, de acuerdo con cualquiera de los dos procedimientos citados, la transmisión a favor de una Administración distinta de un bien de titularidad municipal o el cambio de destino del mismo.

En definitiva, ni la mera discrepancia en cuanto a la clase o naturaleza del procedimiento tramitado constituye por sí sola una omisión plena del mismo determinante del vicio de nulidad denunciado, ni cabe en el supuesto presente entender que la adopción del Acuerdo cuya revisión se postula ha prescindido de los trámites esenciales exigidos para la cesión o transmisión a terceros de bienes de titularidad municipal.

C) SOBRE LA SUPUESTA ADQUISICIÓN DE FACULTADES O DERECHOS CARECIENDO DE LOS REQUISITOS ESENCIALES PARA SU ADQUISICIÓN

La misma conclusión desestimatoria de la revisión de oficio instada cabe extraer en relación con el segundo de los motivos en que se fundamenta la misma, esto es, la supuesta adquisición por parte de la Administración General del Estado de la titularidad de bienes o derechos careciendo de los requisitos esenciales para ello en virtud del Acuerdo cuya nulidad se afirma.

La motivación jurídica de la solicitud de revisión se basa en la mera afirmación no sustentada en precepto legal alguno (y apoyada en la mera cita doctrinal que, como luego señalamos, no ofrece duda en cuanto a su sentido y alcance) de que la Administración General del Estado no se incluye entre las entidades públicas que pueden ser destinatarias de una posible cesión a título gratuito de la propiedad de bienes de titularidad municipal.

Esta afirmación, en sí misma sorprendente, contrasta de modo radical y directo con lo que establece el citado artículo 136 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, que en tal sentido no discrimina o distingue entre las posibles “administraciones” a cuyo favor puede realizarse la cesión a título gratuito de bienes o derechos municipales.

Por ello, la mera lectura del precepto legal citado, de aplicación directa al supuesto sometido a examen con exclusión de cualquier otra norma legal, permite descartar en el presente caso el fundamento del motivo de nulidad alegado, conclusión que confirma un examen de la motivación legal de la solicitud de revisión instada.

En efecto, la fundamentación del escrito de solicitud de revisión, aunque no lo cita, parece apuntar directamente a la redacción del artículo 145 de la mencionada Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, cuyo apartado cuarto dispone que “cuando la cesión tenga por objeto la propiedad del bien o derecho sólo podrán ser cesionarios las comunidades autónomas, entidades locales o fundaciones públicas”.

A este precepto de la regulación estatal viene, sin duda, referido también el comentario doctrinal que por toda motivación jurídica invoca aquel escrito, habida cuenta que el manual que se cita tiene por objeto precisamente la exposición de la parte general del Derecho Administrativo español, integrado de modo principal por la legislación del Estado. En este contexto, la cita y comentario del artículo 145 de la Ley mencionada cobra pleno sentido, habida cuenta que, como es obvio, la Ley que regula el Patrimonio del Estado no puede lógicamente contemplar entre los cesionarios a título gratuito de los bienes integrantes del mismo a la propia Administración General del Estado que es su titular.

En todo caso, nuevamente la Disposición Final segunda de la Ley citada pone de manifiesto con absoluta claridad que dicho precepto resulta de aplicación única y exclusiva a la Administración General del Estado y no reviste, por tanto, carácter básico que permitiera, contra toda lógica jurídica y común, extender su aplicación a Administraciones distintas bajo el entendimiento, además, de que en él se prohíbe con carácter general que la Administración General del Estado pueda ser cesionaria de bienes municipales.

La falta de concurrencia en el supuesto objeto de informe de la causa de nulidad del artículo 62.1.f) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, es, en consecuencia, patente; lo que conduce también al rechazo del segundo de los fundamentos que sustentan la solicitud de nulidad.

D) CONCLUSIONES

De conformidad con las consideraciones jurídicas expuestas, se impone el rechazo de la revisión por causa de nulidad de pleno derecho del acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Fitero de 27 de noviembre de 2013, solicitada mediante escrito de 16 de septiembre de 2014.

La falta de concurrencia de ninguna de las dos causas de nulidad invocadas en esta última solicitud deviene incluso manifiesta hasta el punto que la misma ampararía, a nuestro juicio, la propia inadmisión a trámite de la revisión de oficio instada conforme a lo señalado en el artículo 102.3 de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, frente al criterio contrario y, a nuestro juicio, erróneo manifestado por el Tribunal Administrativo de Navarra en su Providencia Resolutoria 234, de 21 de septiembre de 2015.

Por todo ello, y previa la tramitación pertinente, procede elevar al Pleno del Ayuntamiento de Fitero propuesta de Acuerdo por el que se desestime la solicitud de revisión de oficio del Acuerdo adoptado por el mismo órgano en fecha 27 de noviembre de 2013, formulada por doña Eva Calleja Sanz mediante escrito presentado de 16 de septiembre de 2014, con entrada en el registro municipal el día 22 posterior.


Considerando el único escrito de alegaciones presentado en el trámite de audiencia pública y emitido por la Subdirección General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medio para la Seguridad, de la Secretaría de Estado de Seguridad, del Ministerio del Interior, en las que, después de realizar un análisis preciso de los hechos del expediente y considerar el planteamiento formulado por Doña Eva Calleja Sanz, concluye que no ha lugar a la revisión de oficio planteada en virtud de la siguiente argumentación:

a) La solicitante no acredita legitimación para formular su solicitud pues no acredita interés legítimo, ni la repercusión de la cesión cuestionada en su esfera jurídica.

b) El carácter patrimonial de la parcela desactiva las razones de la solicitante en cuanto a la primera causa de nulidad planteada (62.1e) LPC) pues la cesión gratuita, a la vista de la naturaleza jurídica de la parcela, “se ha realizado con absoluta observancia de las previsiones” de la normativa foral en materia de administración local así como en el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (Real Decreto 1372/1996).

c) Respecto a la segunda causa de nulidad alegada, la carencia de requisitos de la Administración del Estado para ser la parte cesionaria, también se rechaza en cuanto al tenor literal del artículo 136 LFAL, ya que se cumplen los requisitos de dicho precepto dado que la función del inmueble cedido es dar servicio al municipio y la cesión a título gratuito puede realizarse entre administraciones públicas, sin hacer distinciones entre las mismas.


Considerando, toda la documentación que obra en el expediente administrativo de la cesión de la parcela para la ubicación y construcción del cuartel de la Guardia Civil.


Considerando, por último, el dictamen 24/2017, de 8 de junio, emitido por el Consejo de Navarra, en expediente 19/2017, revisión de oficio de acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Fitero, notificado a este Ayuntamiento en fecha 16 de junio de 2017 e incorporado al expediente, en el que, de manera concluyente, avala la postura que reiteradamente se ha mantenido en los informes y documentos anteriormente referenciados, concluyendo que no procede la revisión de oficio por causa de nulidad de pleno derecho del acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Fitero de 26 de noviembre de 2013 de cesión gratuita de una finca, según la siguiente argumentación:

“II.1ª. El marco jurídico de aplicación

Como resulta de los antecedentes, la consulta formulada versa sobre la revisión de oficio del acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Fitero por el que se declara la alienabilidad y se cede de manera gratuita un solar municipal a la GIESE para la construcción de un cuartel de la Guardia Civil.

Tratándose de un asunto relativo a bienes de las entidades locales, es menester recordar que dicha materia está sujeta a la legislación foral de Navarra, en razón de las competencias históricas que, en virtud de su régimen foral, tiene reconocidas la Comunidad Foral en materia de Administración local, conforme al artículo 46 de la Ley Orgánica 13/1982, de 1O de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

La regulación sustantiva de aplicación al asunto considerado es la LFALN, desarrollada en este punto por el Decreto Foral 280/1980, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Navarra (en adelante, RBELN). En efecto, el artículo 99.1 de la LFALN dispone que los bienes de las entidades locales de Navarra se rigen por lo establecido en esta Ley Foral y sus disposiciones reglamentarias; por las restantes normas del Derecho Administrativo Foral de Navarra; por las Ordenanzas de la respectiva entidad; y en su defecto, por las normas del Derecho Privado Foral, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 40 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

En consecuencia, tratándose de la declaración de oficio de la nulidad de actos administrativos en materia de bienes municipales, la normativa de aplicación es, en cuanto al fondo de la revisión de oficio, la LFALN y el RBELN.

Por otro lado, respecto a la legislación aplicable al procedimiento de revisión de oficio, la LFALN remite, en cuanto a las competencias, potestades y prerrogativas de los municipios de Navarra, a las que la legislación general reconoce a todos los del Estado (artículo 29.1, párrafo primero); añadiendo que tendrán asimismo las competencias que, en materias  que  corresponden
a  Navarra,  les atribuyan  las  leyes  de  la Comunidad Foral (artículo 29.1, párrafo segundo) .

La LBRL atribuye a los municipios la potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos [artículo 4.1.g)] y dispone que "las Corporaciones Locales podrán revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance que, para la Administración del Estado, se establece  en la legislación del Estado reguladora del procedimiento administrativo común" (artículo 53). Dichos preceptos legales se reiteran en los artículos 4.1.g) y 218, respectivamente, del Real Decreto 2.568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización , Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

Esta remisión a la legislación estatal del procedimiento administrativo común ha de entenderse realizada a la LRJ-PAC, y en particular a su artículo 102.1 que apodera a los municipios -en cuanto Administraciones Públicas- para la revisión de oficio de sus actos en los supuestos de nulidad previstos en su artículo 62.1.

II.3ª. Sobre la instrucción del procedimiento de revisión de oficio

El artículo 102 de la LRJ-PAC no formaliza el procedimiento de revisión de oficio de los actos administrativos, indicando la posibilidad de su inicio por solicitud de interesado y la exigencia de dictamen favorable de este Consejo de Navarra (apartado 1). Asimismo, su apartado 5 dispone que cuando el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud del interesado, el transcurso del plazo de tres meses desde su inicio sin dictarse resolución, permitirá entenderla desestimada por silencio administrativo; si bien es posible la suspensión del transcurso del plazo máximo legal previsto en el artículo 42.5 de la propia LRJ-PAC.

Como señalamos en el dictamen 4/2012, "este Consejo, en sintonía con la posición mantenida por el Consejo de Estado, viene recordando reiteradamente que la competencia para la resolución de los expedientes de revisión de oficio de los actos nulos de pleno derecho adoptados por los diferentes órganos de las Corporaciones Locales corresponde al Pleno de la entidad".

Pues bien, en el presente caso, el procedimiento de revisión de oficio, iniciado el 6 de diciembre de 2014, se ha tramitado adecuadamente ya que la entidad local consultante acordó la incoación del procedimiento correspondiente, en el que se ha dado audiencia a las partes interesadas, y se ha terminado elevando a este Consejo la oportuna propuesta de resolución, proponiendo la desestimación de la solicitud de declaración de nulidad del acuerdo municipal por no incurrir en las causas de nulidad de pleno derecho previstas en los apartados e) y f) del artículo 62.1 de la LRJ­ PAC. Asimismo, se ha acordado la suspensión del plazo para resolver el expediente y notificar la resolución de acuerdo con el artículo 45.2.c) de la LRJ-PAC.

II.4ª. Improcedencia de la revisión de oficio

Como se ha indicado, el artículo 102.1 de la LRJ-PAC refiere la revisión de actos nulos a los actos administrativos en los supuestos previstos en el artículo 62.1 de la misma Ley. En el presente caso la propuesta de resolución elevada por el Ayuntamiento propone la desestimación de la solicitud de la declaración de nulidad de pleno derecho del acuerdo municipal de 26 de noviembre de 2013.

La nulidad de pleno derecho se configura legalmente como el máximo grado de invalidez de los actos para aquellos casos de vulneración grave del ordenamiento jurídico, debiendo ser ponderada con criterios estrictos y de prudencia, dado su carácter excepcional, caso por caso.

Las causas de nulidad invocadas en el presente expediente son, como hemos señalado, las de los apartado e) y f) del artículo 62.1 de la LRJ-PAC.

La causa de nulidad prevista en el artículo 62.1.e) de la LRJ-PAC se refiere a los actos en los que se haya obviado total y absolutamente el procedimiento establecido. Concurre, por tanto, este motivo de nulidad cuando el acto administrativo se adopta con total y absoluta falta de procedimiento, por carecerse de la más elemental base procedimental que ha de seguir el proceso de producción del acto o bien de seguirse un procedimiento totalmente distinto al que en Derecho corresponda. No se trata, por tanto, de cualquier incumplimiento de las formas procedimentales, sino de la omisión por entero del procedimiento, lo que aparece cuando no se aprecia la existencia de los eslabones o pasos formales imprescindibles para su terminación con la adopción del acto, entrañando tales omisiones efectos determinantes e insalvables sobre el acto administrativo. Asimismo, concurre dicho motivo de nulidad en los casos en que, existiendo algunos trámites, el procedimiento carece de un requisito que, dada su esencialidad o trascendencia, es inexcusable para apreciar la identidad del procedimiento o asegurar los derechos de los administrados.

Pues bien, lo cierto es, a la vista del expediente tramitado, que no puede hablarse de falta total y absoluta de procedimiento para llevar a cabo la cesión de la parcela municipal, toda vez que como ha quedado reseñado en los antecedentes de este dictamen se ha seguido un determinado procedimiento: medió la correspondiente solicitud de la Secretaría de Estado de Seguridad, se depuró la situación jurídica de la parcela por parte del Ayuntamiento, se emitieron los correspondientes informes técnicos sobre el valor de la misma y sobre su situación urbanística, se recabó el informe jurídico pertinente, se certificó acerca del carácter patrimonial de la finca, sometiéndose el expediente a información pública, se declaró la alienabilidad de la parcela y se procedió a su cesión gratuita a la Administración del Estado (GIESE) para la construcción de un cuartel de la Guardia Civil; lo que se consideró beneficioso para los habitantes del municipio. Con ello se adecuó el procedimiento a lo señalado por los artículos 136 de la LFALN y 131 y siguientes del RBELN.

Por parte de quien insta la revisión de oficio del acuerdo municipal se considera que la finca transmitida no era patrimonial, sino de dominio público desde la aprobación del planeamiento municipal y que ello exigía la previa tramitación del correspondiente expediente de mutación demanial regulado en los artículos 71 a 73 de la LFPN.

Debe significarse, sin embargo, en primer lugar, que se ha seguido el procedimiento establecido para la transmisión de bienes patrimoniales, establecido en los artículos 132 y siguientes de la LFALN, y más concretamente, el relativo a la cesión gratuita de bienes del patrimonio de las entidades locales recogido en el artículo 136 de la misma ley foral. Y, con acierto o no -a ello aludiremos más adelante- los bienes en cuestión fueron calificados y así figuraban en el inventario municipal, como bienes de carácter patrimonial. Por consiguiente, no resulta posible hablar de falta total y absoluta del procedimiento legalmente establecido.

Debe precisarse, a mayor abundamiento, que el carácter de bien patrimonial del solar cedido resulta de su falta de afección a un uso o servicio público (artículo 98 de la LFALN), sin que el carácter dotacional asignado por el planeamiento urbanístico resulte en este caso suficiente para su consideración como bien de dominio público, ya que conforme a lo establecido por el artículo 174 de la normativa urbanística particular del Plan Municipal, publicada en el Boletín Oficial de Navarra número 61, de 23 de mayo de 2005, los equipamientos y servicios aparecen definidos con la indicación de que tal denominación "corresponde a los espacios destinados a la localización de dotaciones públicas o privadas, necesarias para el adecuado equipamiento de la ciudad, reflejados en el plano de calificación". Consecuentemente , no puede equipararse el uso dotacional, únicamente, al del equipamiento público.

Desde otro punto de vista, no puede obviarse que nos encontramos ante una relación entre administraciones públicas, que se pueden formalizar a través de los convenios a los que se refieren los artículos 6 a 9 de la LRJ­ PAC, o mediante las cesiones administrativas a las que se refiere, por ejemplo, el artículo 25 de la LFPN.

A estos efectos, y como ya señaláramos en nuestros dictámenes 25/2016, de 9 de mayo y 43/2016, de 5 de septiembre, cabe recordar, como señala la sentencia del Tribunal Supremo de 2 de noviembre de 201O, recurso de casación 135712008 que "es doctrina de esta Sala, expuesta en la sentencia de 17 de octubre de 2000, que para que pueda acogerse la pretensión de nulidad de pleno derecho con fundamento en el artículo 62.1.e) de la Ley 39/1992 (...), la omisión del procedimiento legalmente establecido, han de concurrir los requisitos, como sostiene la sentencia de 15 de octubre de 1997 de esta Sala y jurisprudencia precedente (desde la sentencia de 21 de marzo de 1988), de que dicha infracción ha de ser clara, manifiesta y ostensible, lo que supone que, dentro del supuesto legal de nulidad, se comprenden los casos de ausencia total del trámite o de seguir un procedimiento distinto, lo que no acontece en el procedimiento autorizatorio..."

La citada sentencia sigue indicando que "basta examinar la documentación obrante en el expediente y complemento relativo a la autorización (...) para afirmar, que sí existió un procedimiento iniciado por la solicitud del interesado acompañando la documentación oportuna , que se emitió informe favorable por técnico competente, haciendo patente la innecesariedad de un nuevo informe (...) Por tanto, aunque existieran defectos o irregularidades procedimentales no concurría la causa de nulidad alegada porque según la Jurisprudencia del Tribunal Supremo no existe una clara, manifiesta y ostensible omisión del procedimiento".

Resta por examinar la posible concurrencia de la causa de nulidad prevista en el artículo 62.1.f) de la LRJ-PAC, por cuanto que a juicio de la solicitante de la revisión las cesiones gratuitas no podrían realizarse a favor de la Administración del Estado.

Como ya declaramos en nuestros dictámenes 57/2005 y 33/2008 en cuanto a la consideración de qué elementos han de ser calificados de esenciales o no para la posible aplicabilidad del artículo 62.1.f) de la LRJ­ PAC, ha de partirse de la distinción entre requisitos necesarios y requisitos esenciales, ya que no todos los requisitos necesarios para la adquisición de una facultad o derecho merecen el calificativo de esenciales. El carácter esencial es un concepto jurídico indeterminado, pero determinable teniendo en cuenta las circunstancias de cada supuesto, referido a las condiciones relevantes e inexcusables, cuya falta impide la generación de la facultad o derecho; se refiere a una infracción cualificada, cuando el acto se funda en hechos o requisitos inexistentes o inadecuados para la adquisición de las facultades o derechos, es decir, cuando faltan los requisitos determinantes o sustanciales para el nacimiento mismo de la situación o derecho. Así pues, la falta de los requisitos esenciales sólo puede apreciarse en los casos extremos de ausencia de un presupuesto inherente a la estructura misma del acto sin el cual éste carecería absolutamente de base.

Pues bien, lo cierto es que ninguna duda cabe, a la vista de la dicción del artículo 136.1 de la LFALN, de que entre las Administraciones que pueden ser receptoras de la cesión se encuentra la Administración General del Estado, por la sencilla razón de que donde la ley no distingue, no podemos distinguir y por cuanto que la referencia a "otras Administraciones" contenida en el precepto es lo suficientemente clara e inequívoca.

En consecuencia, no cabe hablar, de ningún modo, de la causa de nulidad del artículo 62.1.f) de la LRJ-PAC.”


De conformidad con las competencias que se atribuyen al Pleno de este Ayuntamiento de conformidad con el artículo 22.1.l) y m) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, así como lo previsto en la Ley 30/1992 , de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en cuanto al procedimiento de revisión de oficio, se propone al Pleno la adopción del siguiente acuerdo:

1. Desestimar la solicitud de revisión de oficio planteada por Doña Eva Calleja Sanz en relación con el acuerdo municipal del pleno del Ayuntamiento de Fitero de 29 de noviembre de 2013, por el que se determinó declarar la alienabilidad y la cesión gratuita de la parcela destinada a la construcción de la casa cuartel de la Guardia Civil.

2. Notificar esta Resolución a la solicitante y a las partes interesadas.


El Alcalde dice que le gustaría que pudiera estar la concejala Eva Calleja, para que no se le diga después que no está bien aludirle sin estar presente, pero en cualquier caso quiere manifestar que en este asunto conviene hacer memoria, allá por 2014 cuando al Ayuntamiento de Fitero se le presenta la oportunidad de ubicar en la localidad un destacamento de la Guardia Civil, y tratándose de una infraestructura a nuestro entender más que beneficiosa, el equipo de gobierno decide por unanimidad que dicha obra se lleve a cabo. 

Para ello se solicitan informes técnicos tanto de secretaria como del arquitecto municipal siendo estos favorables a la ubicación del destacamento en su zona actual y se le cobra al Ministerio del Interior 85.000 Euros en concepto de licencia de obra, hecho que no conviene olvidar y dineros de los que aquí nadie ha dicho nada. 

Las obras comienzan, y dos personas actualmente hoy miembros de la corporación municipal, Eva y Antonio, deciden trasladar al Parlamento de Navarra, su inconformidad sobre esta obra, y en concreto Eva Calleja, toma la iniciativa para trasladar ese pensamiento via judicial al Tribunal Administrativo de Navarra. 


Estas acciones por otro lado respetables ideológicamente, que alzaban la voz en contra de la creación de la Casa Cuartel, fueron acompañadas por otras no tan respetables, que con nocturnidad dejaron en nuestro pueblo algunas pintadas de No al Cuartel y un graffiti firmado por Hernai. 


El Cuartel se llevó a cabo y durante todo este tiempo, idas y vueltas judiciales han marcado el devenir de este Ayuntamiento, del que solo puedo decir que se ha limitado a defenderse de la manera que los servicios jurídicos del Ayuntamiento han estimado más correcto. 
Sé que ustedes me dirán que si hubiésemos acudido al Consejo de Navarra en primera instancia, el Ayuntamiento se hubiera ahorrado un dinero, pero yo les mantengo lo mismo de siempre, no se puede recurrir una acción a la administración y decirle además cual debe ser su defensa, es decir, no se puede denunciar y decirle al denunciado como se ha de defender y esto ha de quedar claro como he dicho antes…. El Ayuntamiento se ha dedicado a defenderse de una acusación de la que en última instancia el Consejo de Navarra ha dicho que no tenía fundamento. 
Por otro lado me gustaría dejar claro que al haberse realizado esta obra en una legislatura atípica en nuestra localidad con 11 concejales del mismo grupo político, de haberse necesitado cualquier tipo de cambio de planeamiento para realizar la obra no parece probable que hubiera habido algún problema para ello, y por tanto este recurso a mi juicio carecía aún más de fundamento.

Termino a la gallega, preguntando… Ahora que el Cuartel está bien ubicado según el Consejo de Navarra, ¿Qué consecuencias negativas tiene esta infraestructura para nuestro pueblo?. Bajo nuestro punto de vista absolutamente todo lo que aporta a Fitero es positivo.


El concejal Javier Fernández dice que tal y como han dicho en numerosas ocasiones no es solo Eva Calleja la responsable, solo era la cabeza visible, de un grupo de fiteranos. Por lo demás decir que acatamos el dictamen del Consejo de Navarra, y queremos decir al respecto que este asunto, que se podía haber solucionado en tres meses y sin coste alguno, se ha alargado tres años y ha costado miles de euros a las arcas de Fitero porque el anterior grupo de gobierno y el actual decidieron hacer oídos sordos a nuestra solicitud de revisión, derecho que ejercíamos como ciudadanos, como cualquier fiterano que no esté de acuerdo y pensando que lo hecho no era correcto legalmente se vieron con el derecho y la obligación de denunciarlo. De la misma manera que nosotros acatamos este dictamen, solicitamos que se acate la sentencia, ya firme, que obliga al Ayuntamiento a aceptar nuestra solicitud de revisión del acuerdo de la concesión de licencia de obra para el cuartel. Que no es porque sea un cuartel y por los guardias. Y que en cualquier caso siempre sin coste para el Ayuntamiento, pues no era necesario acudir a los tribunales.

El Alcalde replica que en el recurso únicamente consta Eva Calleja y nadie más, no Eva Calleja y Otros ni ningún nombre en concreto, que por eso se refiere a ella, e insiste en que quien pone una denuncia no puede además decir al Ayuntamiento como debe defenderse.

El concejal Antonio Rincón dice que ya le ha dicho al Alcalde en más de una ocasión que él también estaba en el recurso junto con 40 firmas más, que no solo era Eva.


El Alcalde contesta que si había más gente en ningún momento ve que apoyen el recurso pues no están sus firmas por ningún lado.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad de los presentes.


Se reincorpora a la sesión la concejala Eva Calleja Sanz.

10.- APROBACION INICIAL PRESUPUESTOS 2017.

Habiendo sido examinado el expediente de presupuestos por la Comisión de Hacienda, se somete al pleno la adopción del siguiente acuerdo:


De conformidad con las determinaciones de la Ley Foral 2/1995 de Haciendas Locales de Navarra, y encontrados conformes  las consignaciones de gastos e ingresos.


Se propone al pleno la adopción del siguiente acuerdo:

1.-  Aprobar inicialmente  el Presupuesto  General  Único   del Ayuntamiento de Fitero del Ejercicio 2017.


2.- Aprobar inicialmente  el Presupuesto  de la Residencia de Ancianos San  Raimundo de Fitero, Organismo  Autónomo   del Ayuntamiento de Fitero.


3.- Aprobar  las bases de ejecución de  estos presupuestos


4.- Someter estos presupuestos a exposición en la  Secretaría  por un período de  quince días hábiles, previo el anuncio correspondiente en el  Tablón y en el Boletín Oficial  de Navarra, significando que de no presentarse reclamaciones, se entenderán aprobados definitivamente.


El concejal Javier Berdonces pasa a defender la propuesta de presupuestos: Presentamos los presupuestos de este año 2017.  Antes de que se nos achaque que los traemos tarde decir que se ha esperado, ya que hasta que no se ha clarificado por Gobierno de navarra y consorcio Eder, alguna de las concesiones que hay en juego(Libre determinación , PIL y Ayudas consorcio Eder). Nos parecía que hacer unos presupuestos sin datos concretos, no nos dan la seguridad necesaria  que debe tener un consistorio serio preocupado con conseguir la eficiencia económica.


Para AFI eficiencia económica es hay dinero se gasta, Gracias a dios para UPN  eficiencia económica es tener en un pueblo de 2000 habitantes más que saneado (menor deuda por habitante del entorno), y que proporciona para sus ciudadanos  servicios como: residencia de ancianos,  guardería, servicio de pediatría, gimnasio, piscinas , frontón cubierto, biblioteca, club de jubilados, espacio culturales, banco de alimentos, etc.   Les planteo un reto busquen un pueblo de 2000 habitantes de la ribera que los preste, por cierto ya que se ponen a mirar verán que los plenos son cada 3 meses y eso que son gobernados por la extrema  derecha (sarcasmo) como son Ablitas Valtierrra , Arguedas, etc,  Todos con un presupuesto muy superior al nuestro debido a ingresos extras con los que Fitero no cuenta como son comunales, participación en Bardenas, etc. 


Lo que nos lleva a una conclusión  si con menos dinero se hace más cosas, la conclusión es que los gestores son buenos.

 
Queremos que estos presupuestos sean , unos presupuestos que sirvan de eje conductor  para las políticas dinamizadora del equipo de gobierno, intentar desarrollar el crecimiento de un tejido turístico estable, creación de una industria agropecuaria en el entorno, facilidad de acceso a los servicio ( guardería y actividades  deportivas valen menos de la mitad que el entorno), ayudas implantación de comercios más agresivas del entorno y ayudas para la vivienda , con el objetivo de fomentar el empadronamiento y por ende la natalidad verdadero problema de Fitero. 


Me gustaría preguntarte  EVA por alguna medida sobre natalidad, en vuestra página he aprendido mucho sobre Republica, pero proyectos para Fitero, nada; y medidas concretas ninguna. 


Desde  UPN se busca a cometer este problema de una forma indirecta, por eso se está trabajando en la creación de trabajo y facilidad en la vivienda , que en definitiva es la forma de  atraer empadronados y por ende natalidad.


Además ya en clave interna es un presupuesto que intenta modernizar los espacios públicos y el  entorno, además de  aplicar medidas de ahorro y  eficiencia en los consumos públicos.


AFI el año pasado presenta un decálogo de  medidas  que seguramente repetirá hoy,  pero le doy unas pinceladas:

- UPN no crea empleo público (lea que es la tasa de reposición), pero si el futuro de Fitero es el empleo público, miedo me dais.  

- Vivienda.  Tienes varias medidas ya aplicables hoy, que acometen el problema de la vivienda  y para  sobre los costes de ICIO y  las condiciones de edificabilidad. 

-Creer en el polígono, tienes una empresa que se ha implementado con mucho trabajo por parte de Raimundo ya que tenía ofertas muy tentadoras,  momento en el que se ha procedido a implementar en el polígono aquellas adecuaciones que esta empresa necesitaba.  

-Led  UPN  lleva estudiando la iluminación de LED desde hace varios años cuando realizo estudios de eficiencia energética en los edificios públicos.  Esa tecnología ha sufrido  un avance importante en estos últimos años y presentan en la actualidad unas condiciones de garantía de hasta 7 años que no presentaban antes y hace aconsejable la inversión , pese a que como practica habitual hemos esperado a las líneas de financiación para poder acometer el proyecto, estas ni están ni se les espera en esta legislatura. Aunque no nos acojamos a ninguna ayuda, solo con la reducción de costes hacen viable la inversión. 

-Turismo.  Me dirás que no hay ninguna partida, pero Fitero es de los pueblos que siempre ha apostado por el turismo ejemplo de  este presupuesto, oficina de turismo, adecuación de espacios públicos, honorarios por promoción,  caravanas y parte de la adecuación caminos (rutas senderismo) si dedicar más del 5% del presupuesto te parece poco, cuanto hemos cambiado de aquel  AFI que escribía que no había que apostar por el turismo en Fitero. 

-Obsesión con la publicidad  y su recorte , me parece curioso que AFI que apuesta según ello por la instauración de la marca Fitero,  pero la  publicidad en prensa mal, publicidad en Internet mal.  Seguramente  AFI nos iluminara con este tema. Si queremos promocionar Fitero será necesaria la publicidad.

-Festejos  otra de vuestros caballos de batalla y seamos sinceros que la semana de fiestas represente el 4.37  % del presupuesto , cuando es la exaltación máxima de Fitero como comunidad  no me parece algo a reducir y más si cabe cuando es la principal seña  de la marca Fitero. Os recuerdo vuestras palabra de un post de hace dos años “ ejemplar Jesús Jiménez que se ha marcado unas fiestas brillantes “ ahora con menos presupuesto y más actos , ya no son tan brillantes o que.  

-Festejos taurinos, con y sin muerte, Fitero tiene y ha tenido espíritu taurino (ejemplo es una asociación como es Fitoro, con más de 200 socios), pero centrándome en el aspecto económico, es una inversión con un retorno importe, basta con ver el número de personas que saca a la calle . Pero me parece curiosos las ganas de acabar con las vacas y toros, pero luego no renunciáis, por coherencia moral a las entradas de los mismos. Entiendo que la regalareis a vuestros amigos, con lo cual podéis comprobar que hasta en vuestro entorno hay ese espíritu taurino. 


El concejal Pedro Pérez, dice que van a votar en contra por los siguientes puntos:

Primero: Es un presupuesto que como el anterior se va a incumplir.


Segundo: Es un presupuesto que llega en julio cuando llevamos ya la mitad del ejercicio.


Tercero: Por la forma de trabajar. Hemos tenido una única forma de trabajar en la que se nos entregó un borrador, y luego se ha venido con el directamente al pleno y sin tener en cuenta nuestras propuestas.


Cuarto: Es un presupuesto que no acomete los problemas estructurales que tiene Fitero, como son el acceso a la vivienda de los jóvenes y el grave descenso demográfico del municipio.


Quinto: Por último se nos niega la información, que en ningún caso se da en los cinco días previstos en la ley.


En definitiva estos presupuestos no van a solucionar los graves problemas que aquejan Fitero.


El concejal Javier Berdonces replica solicitando al concejal Pedro Pérez o a AFI, que le digan una sola medida que propongan para evitar el descenso demográfico, que a su juicio depende de dos temas la vivienda y el trabajo, y que en ningún caso han indicado ninguna propuesta concreta para solucionar estos temas.

El concejal Pedro Pérez contesta que UPN se limita a hacer una política de leer el Boletín y ver las subvenciones y que se están trasladando los proyectos del primer año al tercero.


Interviene el Alcalde para cerrar el debate, diciendo que desde cuando amortizar deuda es una mala medida económica, que si algún proyecto se ha retrasado ha sido por que se ha retrasado a su vez el establecimiento de la subvención correspondiente bien por parte del Gobierno de Navarra, bien por el Consorcio Eder.


Vuelve a intervenir Javier Berdonces para decir que para acometer proyectos debe haber partida presupuestaria en el ejercicio, que es una previsión que además se debe contar con viabilidad económica para el proyecto que se puede a través de la cofinanciación de los proyectos, que esto es eficiencia económica.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por seis votos a favor de los concejales de UPN, y cinco en contra de los concejales de AFI.


11.-CREDITOS EXTRAORDINARIOS DEL PRESUPUESTO 2017.

A la vista de la conveniencia de ejecutar diversas inversiones no incluidas en los presupuestos del ejercicio 2017, por no acudir al endeudamiento municipal, se propone la realización de las siguientes inversiones, mediante la generación de crédito extraordinario:

	4390
	62200
	Aparcamiento caravanas
	53300

	1650
	62300
	Instalación luces led alumbrado público
	200000

	1721
	63100
	Adecuación caminos 
	51427

	1500
	63200
	Construcción pasarela río alhama
	45000

	1532
	63200
	Saneamiento y adecuación espacios públicos entorno del Monasterio
	30000

	
	
	TOTAL
	379727



La base 10.1 del Presupuesto establece que cuando no exista crédito, se podrá aprobar la modificación del presupuesto a través de un crédito extraordinario.


Se propone la creación de las cinco aplicaciones nuevas mediante crédito extraordinario.


Conforme a lo  establecido en la base 10.2 del Presupuesto estas cinco nuevas aplicaciones de crédito extraordinario se financiarán de la siguiente forma:

· Con cargo al remanente de tesorería, por importe de 379.727 Euros.


El concejal Pedro Pérez dice que en principio son favorables a las inversiones pero que inversiones de tales cuantías, como por ejemplo el alumbrado público de leds por importe de 200.000 Euros, y al final un total de 379.000 Euros, debería valorarse estudiar cómo financiarse, dado que estos fondos podrían emplearse en acometer los problemas estructurales de Fitero. Por otro lado algunas ya estaban previstas el año pasado y no se llevaron a cabo, al final los presupuestos no se cumplen.

El Alcalde respecto a la instalación de leds en el alumbrado público, dice que si quiere puede hablar con el ingeniero al respecto, que ha realizado estudios y proyectos en números pueblos de la zona y como a su juicio únicamente en los casos en los que los ayuntamientos carecen de recursos económicos y no tienen solvencia financiera, se recurre a la financiación de la instalación de leds a través de fórmulas mediante la factura eléctrica, que para nosotros que tenemos colchón de tesorería positiva y podemos pagar la inversión, el ahorro se produce desde el primer momento y no acabaremos pagando más dinero por la inversión. Esto para mi es síntoma de una muy buena gestión.


El concejal Pedro Pérez insiste en que es una inversión muy grande y que podrían reunirse y hablar de algunos de los problemas estructurales y buscar de encontrarles solución.


El concejal Javier Berdonces dice que se trata de planificar el gasto y adecuarlo a las subvenciones, que eso es eficiencia económica.


El concejal Pedro Perez dice que si también es eficiencia el contratar servicios a dedo, produciéndose una discusión acalorada y desordenada 


La concejala Eva Calleja interviene para decir que en relación a cuando antes el concejal Javier Berdonces ha comparado pueblos similares a Fitero, el Ayuntamiento de Cintruenigo ha aprobado los presupuestos por unanimidad, y esto es porque se han trabajado con todos los grupos en la comisión.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por seis votos a favor de los concejales de UPN, y cinco en contra de los concejales de AFI.


12.-APROBACION INICIAL PLANTILLA ORGANICA 2017.

De conformidad con el artículo 236 de la Ley Foral de Administración Local de Navarra corresponde al Pleno del Ayuntamiento la aprobación de la plantilla orgánica, con ocasión de la aprobación del presupuesto.

En su virtud se propone al Pleno la adopción del siguiente acuerdo:  

Primero.- Aprobar inicialmente la siguiente plantilla orgánica para el año 2017, que queda establecida con el siguiente contenido:

AYUNTAMIENTO

Denominación de puestos de Trabajo.

Secretario, Funcionario, Nivel A, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: 35% Incompatibilidad, 20% Complemento de Puesto de Trabajo (incluye los complementos aprobados por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, el específico para el puesto de secretario y el que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo), 10% Complemento de prolongación de jornada. Vacante.

Técnico en Turismo, Funcionario, Nivel B, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: 4,15%  Puesto de Trabajo (incluye el complemento aprobado por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo), 5,85% Prolongación de Jornada. Activo.

Dos Auxiliares Administrativos, Funcionarios, Nivel D, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: Complemento de Nivel 12%, Completo de Puesto de Trabajo: 3,67%(incluye el complemento aprobado por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo). Vacantes.

Empleado de Servicios Múltiples, Funcionario, Nivel D, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: Complemento de Nivel 12%, Complemento de Puesto de Trabajo  23,67%(incluye el complemento aprobado por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo), Complemento de Prolongación de Jornada 8%. Activo.

Empleado de Servicios Múltiples, Funcionario, Nivel D, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: Complemento de Nivel 12%, Complemento de Puesto de Trabajo 11,07%(incluye el complemento aprobado por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo). Activo.

Empleado de Servicios Múltiples, Funcionario, Nivel D, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: Complemento de Nivel 12%, Complemento de Puesto de Trabajo 3,67%(incluye el complemento aprobado por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo), Complemento de Prolongación de Jornada 7,40%. Activo.

Empleado de Servicios Múltiples, Funcionario, Nivel D, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición, Complementos: Complemento de Nivel 12%, Complemento de Puesto de Trabajo 3,67% (incluye el complemento aprobado por el pleno del Ayuntamiento en sesión de 3 de enero de 2007, que asume para 2007 la Resolución 707/2006, de 25 de septiembre, del Director General de Trabajo; y el Decreto Foral 19/2008, de 17 de marzo), Complemento de Prolongación de Jornada 1,1%. Vacante.

Relación Nominal de Personal.
Jesús Lacarra López, Secretario, Nivel A, Administrativo-Interino, Antigüedad 27/10/2003.

Carmen María Yanguas Garraleta, Técnico en Turismo,  Nivel B, Funcionario, Antigüedad 3/1/2005.

José Ángel Berrozpe Jiménez, Servicios Múltiples, Nivel D, Funcionario, Antigüedad 25/8/2008.

J. Manuel Fernández Bermejo, Servicios Múltiples, Nivel D, Funcionario, Antigüedad 22/2/1989.

Félix Calleja Fernández, Servicios Múltiples, Nivel D, Funcionario, Antigüedad 24/6/2002.


ORGANISMO AUTONOMO RESIDENCIA DE ANCIANOS SAN RAIMUNDO.

Denominación de los puestos de trabajo. Personal Laboral.

Enfermera-Directora, Laboral a Jornada Completa, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición. Vacante.

Enfermera, Laboral a Jornada Completa, Sistema de Ingreso: Concurso-Oposición. Vacante.

Dos Auxiliares de Servicios Generales, Laboral a Jornada Completa. Cubiertos.

Dos Auxiliares de Servicios Generales Cuidadora Nocturna, Laboral a Jornada Completa. Cubiertos.

Cocinera, Laboral a Jornada Completa. Cubierto.

Trece Auxiliares de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial. Cubiertos.

Cocinera, Laboral a Jornada Parcial. Cubierto.

Relación Nominal de Personal.

Maria Asuncion Forcada Ruperez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Completa, Antigüedad 2/7/2001

Maria Concepcion Moreno Santa Maria, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Completa, Antigüedad 2/6/2003

Rita Lozano Rincon, Auxiliar de Servicios Generales Cuidadora Nocturna, Laboral a Jornada Completa, Antigüedad 9/5/2001

Inmaculada Etayo Idoate, Auxiliar de Servicios Generales Cuidadora Nocturna, Laboral a Jornada Completa, Antigüedad 14/6/2004.

Maria Angeles Garbayo Martinez, Cocinera, Laboral a Jornada Completa, Antigüedad 1/5/1987

Adoración Gracia Jiménez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 19/5/1993
Alicia Souza Galdeano, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 3/10/2002.

Beatriz Garbayo Chivite, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 30/10/2009.

Belen Martinez Jimenez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 9/7/2001.

Imelda Morales Jimenez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 4/1/2007.

Isabel Soria Carrillo, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 1/7/1996.

Juana Sanchez Sanchez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 22/6/2005.

Lourdes Alvero Romano, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 1/7/1997.

Maria Jose Anton Garijo, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad1/1/1997.

Maria Paz Delgado Gomez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 2/1/2003.

Rosario Gonzalez Sanchez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 1/6/1991.

Susana Delgado Ferreira, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 1/6/1991.

Veronica Ruperez Ruperez, Auxiliar de Servicios Generales, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 1/6/1990.

Maria Ines Anton Garijo, Cocinera, Laboral a Jornada Parcial, Antigüedad 1/2/1992

Segundo.- Someter el expediente a información pública mediante anuncios en el BON y en el Tablón de anuncios por plazo de 15 días con el fin de que los interesados puedan examinarlo y formular las reclamaciones que estimen pertinentes. Si no se formulan reclamaciones se entenderá aprobada definitivamente transcurrido el plazo de exposición pública.

El concejal Javier Fernández, dice que estando de acuerdo con la plantilla de la residencia y con las últimas actuaciones realizadas en la misma, no puede decir lo mismo del Ayuntamiento porque no están de acuerdo, como ya comentaron el ejercicio anterior, en la forma de cubrir el puesto de encargado del ayuntamiento, y que por votarse conjuntamente van a votar en contra. Por otra parte, pregunta al Secretario porque no consta el personal temporal, cuando en las plantillas de años anteriores 2009, 2010, 2011, si figuraba, contestando el Secretario que cree recordar que se modificó porque hubo algún requerimiento de Administración Local.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por seis votos a favor de los concejales de UPN, y cinco en contra de los concejales de AFI.


13.- ADJUDICACION APROVECHAMIENTO DEL COTO.

Esta temporada finalizaba el plazo de validez del coto de caza local de Fitero, habiéndose tramitado una nueva constitución del mismo, mediante el procedimiento establecido en la Ley Foral 17/2005, de 22 de diciembre, de Caza y Pesca de Navarra y el Decreto Foral 48/2007, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento para el desarrollo y ejecución de la citada Ley, que regulan dicho procedimiento.


Por RESOLUCION 281E/2017, de 13 de junio, de la Directora General de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, se ha autorizado la constitución del coto de caza de Fitero NA-10210


En pleno celebrado el pasado 23 de febrero de 2017, se acordó el procedimiento para de adjudicación del aprovechamiento y se aprobó el correspondiente condicionado para fijar las condiciones para la adjudicación del aprovechamiento cinegético del coto, a la Sociedad Local de Cazadores.


A la vista de ello, se somete al pleno la adopción del siguiente acuerdo:


PRIMERO.- Adjudicar a la Sociedad Local de Cazadores de Fitero el aprovechamiento cinegético del Coto Local NA-10210, que asume la gestión del mismo, conforme al pliego de condiciones aprobado en pleno de fecha 23 de febrero de 2017. No obstante, la validez de la adjudicación quedara condicionada a la aprobación del Plan de Ordenación Cinegetica.


SEGUNDO.- Notificar el presente acuerdo a la Sociedad Local de Cazadores de Fitero, y al Gobierno de Navarra.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


14.-RUEGOS Y PREGUNTAS.


El concejal Javier Fernández comenta respecto a las últimas ordenanzas aprobadas si han salido publicadas en el Boletín, aclarando el Secretario que la de ayudas a empresas el 6 de junio y la de ayudas a la vivienda el 15 de junio.
El concejal Javier Fernández dice que no obstante a haber esperado a Ruegos y Preguntas, quiere manifestar que algunos puntos examinados no se han tratado en comisión y que en una ocasión el Alcalde no permitió tratar un asunto solicitado por AFI, por ese motivo.

El Alcalde contesta que en ese caso se quería incluir por urgencia, contestándole el concejal que no fue así, y que tal y como dispone el artículo 82, los asuntos deben ser informados por la comisión correspondiente para su inclusión el orden del día, que aun así ha dejado este asunto para el final, para no entorpecer, que tampoco se siguen los Artículos 123, 124 y 125, repecto a los nombramientos de las presidencias de las comisiones, periodicidad de sus reuniones etc…
El Alcalde contesta que hay que buscar cierta flexibilidad, que el se reúne sin problema con el como portavoz de AFI, para tenerle al corriente, pero que en cualquier caso, se puede mirar para acatar las formalidades.

El concejal Pedro Pérez, dice que quiere reiterar lo ya apuntado que en sus funciones como concejal:

Primero en la de asistir al pleno se ha restringido a cuatro veces al año; segundo, en la de participar en comisiones, no llegan ni a media docena a las que se le ha citado; tercero en cuanto a estar informado de los asuntos municipales, la información solicitada en ningún caso se le es facilitada;  en cuarto lugar, y en lo relativo a aportar ideas, todas las dadas han caído en saco roto; en quinto lugar, en la función representativa, es un asunto que tiene un peso nimio; y por último en la de colaborar en la realización de actos, como no se cumplen ningunas de las anteriores, ha decidido no participar.

Por ello, pregunta si se va a cumplir lo relativo a las comisiones y plenos se va a dar información etc….

El Alcalde contesta que la información se da, siempre dentro de lo posible, que el se reúne con el Jefe de la oposición para tenerles al tanto de los temas.
El concejal Pedro Pérez pregunta por el plan de turismo que ya pidió información en el anterior pleno hace tres meses así como por las facturas de Fiestas de San Raimundo.

El concejal Jesús Jiménez, dice que quedaron en pedírselas pero no le consta que las hayan pedido.

El concejal Pedro Pérez en relación a una resolución por la que se le da de baja de actividad a varias empresas pregunta por la empresa de Nueva Navarra, y por si mantiene deudas, asi como solicita se le entregue la misma. Por el Secretario se apunta que habría que mirar si ello es posible o no, por la aplicación de la Ley de Protección de Datos.

El concejal Pedro Pérez pregunta al Alcalde si en relación a la Resolución enviada por el Gobierno respecto a la simbología franquista, si tiene constancia de la misma en Fitero, contestándole el Alcalde que en relación a las propiedades municipales no le consta ninguna.

La concejal Eva Calleja, dice que aunque alguna información se le de por duplicado, quiere recordar toda la que todavía no se le ha facilitado:

-Copias de las facturas de las memorias solicitadas en el 2015.

-Informe jurídico sobre la creación y composición de las comisiones.

-Que se fije un día, se ha pedido ya en tres ocasiones, para consultar el registro de entradas y salidas.
-Que se entregue copia de los pagos a los corporativos de los años 2011 a 2015, y dietas a los concejales.

El Alcalde contesta que lo de darle la información duplicada se trata simplemente de un error administrativo, que como ya ha dicho la información se va dando en la medida de las posibilidades del Ayuntamiento.

La concejala Barda Forcada dice que respecto a la carta de correos a la que hizo referencia el pleno pasado, ha traído una copia para el Alcalde y le hace entrega de la misma.

El Alcalde dice que se pondrá en contacto con ellos para ver cómo se puede solucionar el asunto.

La concejala Barda Forcada, dice que le parece estupendo que haya superávit pero que no considera adecuado amortizar más deuda, sino invertir y mejorar la calidad de vida de los fiteranos, contestándole el Alcalde que propongan medidas, y replicando la concejal que se podían hacer Aulas de formación, o un centro juvenil. El Alcalde dice que precisamente se van a poner en marcha unas aulas de formación en la antigua empresa de maderas expres, y que uno de los proyectos presentados por el Ayuntamiento a las subvenciones del consorcio Eder es la adecuación para un centro juvenil. El Alcalde dice que le gustaría que la oposición ofreciese alternativas o propuestas, porque simplemente a toro pasado todos somos toreros, y le gustaría que dijesen en concreto que medidas proponen.
La concejal Eva Calleja dice que: si ahora que no hay acuerdo con el arzobispado, se retiran los trastos del pasillo, contestando el Alcalde que están pendientes de reuniones con el Gobierno de Navarra así como de la elaboración de un informe, así que, en este asunto, se irá viendo cómo se actúa.
Y no habiendo  otros asuntos de que tratar se levantó la sesión siendo las veintitrés horas y cuarenta y cinco minutos y de su resultado, se levanta la presente  acta  que  firma  conmigo el  Alcalde de lo que doy fe.



Asistentes: Alcalde: Raimundo Aguirre Yanguas, Concejales: Ana Isabel Pérez Elipe, Jesús Jiménez Fernández, D. Javier Berdonces Navascues, Barda Melero Pérez, Jesús Ángel Fernández Yanguas, Javier Fernández Fernández, Pedro Pérez Bozal, Eva Calleja Sanz, Antonio Rincón Vergara y Barda Forcada Gómez.  

